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La delegación de peticionarios de la Comu-
nidad “X” ha estado esperando pacientemen- 
te por varias horas: siete familias completas, 
incluyendo niños inquietos y jefes de familia 
que le están quitando t iempo a su trabajo,  
dirigidos por funcionarios de la Asociación 
de mejoramiento de la Comunidad. La ante-
sala de la oficina de un burócrata de gobier- 
no está llena de docenas de delegaciones si-
milares provenientes de otros barrios de la 
ciudad. Los peticionarios de la Comunidad “X” son 
finalmente recibidos. Ellos son invasores de 
terrenos urbanos y presentan una petición 
prolijamente escrita a máquina, firmada 
virtualmente por todos los residentes  
de su comunidad, solicitando reconocimien- 
to por parte del gobierno de sus derechos de 
tenencia de la tierra.  Uno de los peticiona-
rios actuando como portavoz del grupo, ale- 
ga que los títulos de propiedad son esencia- 
les para asegurar una modesta herencia a sus 
hijos. Más aún, continúa, la seguridad de la 
tenencia estimula a invertir  en la construc-
ción de la vivienda definitiva y en empresas 
comerciales dentro de la comunidad. El por-
tavoz también observa perspicazmente que 
con los títulos de propiedad los residentes de  
la comunidad podrán empezar a contribuir al 
gobierno con el pago de impuestos. 

Para fortalecer la imagen de su comunidad, 
como merecedora de ayuda gubernamental, 
 

(*) Traducción: Profesora Susana Freiwirth, CIDU-IPU. 
N. de la T. Se ha optado por usar el término "formula-

ción de demandas" como la traducción que más se asemeja al 
término utilizado por el autor en inglés, "demand-making".

otros miembros de la delegación citan ejem-
plos de los apuros que han debido soportar  
al establecerse en los terrenos y los esfuerzos 
de autoayuda que han emprendido para el  
mejoramiento de la comunidad. Los peticio-
narios enfatizan su creencia en el compromi-
so del gobierno con intereses humanitarios y 
en la conveniencia de responder a su reque-
r imiento en pro de la  just ic ia  y  de la  t ran-  
quilidad sociales. El funcionario promete que  
la situación de la comunidad será investiga-
da a fondo. Se concluye la sesión con fervien-
tes expresiones de apoyo de los peticionarios  
al régimen que los gobierna. 

 
(**) Este trabajo representa un informe de los resultados 

preliminares correspondientes a la primera etapa de un es-
tudio nacional comparado sobre politización y comportamien- 
to de formulación de demandas entre migrantes —de bajos 
ingresos— a grandes ciudades que se está realizando en 
colaboración con James W. White (University of North Ca-
rolina, Chapel Hill). El estudio es financiado actualmente 
por medio de un "Grant" del Programa de Ciencia Social  
e Investigación Legal en Políticas Poblacionales de las Fun-
daciones Ford y Rockefeller. Los autores también están 
comprometidos con la Fundación Danforth, la Fundación 
Científica Nacional, el Programa de Intercambio con el 
Extranjero, el Centro de Investigación de Estudios Interna-
cionales en la Universidad de Stanford y el Centro para 
Asuntos Internacionales en la Universidad de Harvard, por  
el apoyo financiero brindado durante los períodos de reco-
lección de datos y procesamiento preliminar de los datos.  
Se reconoce y agradece la ayuda de los profesores Sidney 
Verba y Alex Inkelcs en la construcción del instrumento 
básico para el survey usado en este estudio; varias pregun- 
tas incorporadas en el instrumento fueron adaptadas a par- 
tir de ítem aplicados en sus estudios nacionales comparados 
sobre participación política y modernización. Ann L. Craig, 
Richard E, Fagen, John O. Field, Merilee S. Grindle  
y miembros del Seminario Conjunto Harvard-M.I.T. sobre 
Desarrollo Político contribuyen con comentarios muy útiles 
sobre la versión preliminar de este trabajo. 



Esta escena se repite varias veces al día en 
oficinas de gobierno en muchas ciudades del 
Tercer Mundo. Representa el primer paso de 
un esfuerzo largo, complejo y a menudo frus-
trante de manipular el sistema político para 
satisfacer una necesidad profundamente sen-
tida. Los peticionarios provenientes de zonas 
de asentamiento urbano de bajos ingresos, 
tal como la Comunidad "X", son típicamen- 
te de origen rural. Han emigrado a la ciudad 
buscando oportunidades económicas y descu-
bren que la vivienda liberada de gravámenes 
que se consigue al habitar en asentamientos 
de invasión es un elemento clave en la reali-
zación de las aspiraciones materiales que tie-
nen para sí mismos y para sus hijos. 

La petición a funcionarios de gobierno de 
tales beneficios, como títulos de propiedad y 
servicios urbanos básicos, también represen- 
ta  una forma de participación polí t ica que 
demasiado a menudo es pasada por alto en in-
vestigaciones y literatura sobre el comporta-
miento político de emigrantes a la ciudad o 
de la población urbana pobre en general. De 
hecho, la mayoría de los investigadores que 
han contribuido a esta literatura se ha preo-
cupado en primer lugar del potencial para el 
radicalismo político o la participación políti- 
ca no convencional de tales poblaciones. El 
presente estudio es un intento de l lenar al-
gunos de los numerosos vacíos existentes en 
nuestra comprensión de cómo los migrantes a 
la ciudad se empiezan a comprometer en el 
proceso político con modalidades convencio-
nales, no disruptivas. 

La modalidad particular que toma la par-
ticipación política convencional en la cual 
centramos nuestra atención es la formulación 
de demandas políticas, definida aquí como las 
actividades individuales o colectivas dirigidas  
a extraer ciertos tipos de beneficios del siste- 
ma político, influyendo sobre las decisiones 
de funcionarios de gobierno. De esta mane-
ra, diferenciamos la  actividad formuladora de 
demandas de la participación política que 
apunta a influir sobre la asignación de recur-
sos del gobierno, mediante el reemplazo o la 
retención de las autoridades pertinentes (es 
decir, participación electoral) o bien, derro-
cando o reestructurando el sistema político 
mismo (por ejemplo, a través de la violencia 
revolucionaria). Las demandas políticas se 
definen como necesidades cuya satisfacción  
es sentida como dependiente de la acción gu-

bernamental y que se reafirman como deman-
das específicas al gobierno por individuos o 
grupos. 

La  formulac ión  de  demandas  como una  
modalidad de participación política tiene va-
rias características distintivas. Como el parti-
cipante individual —o los dirigentes del gru- 
po formulador de demandas del cual puede 
ser miembro— determina la materia de los 
contactos con los funcionarios públicos, el 
resultado del acto participatorio es, con cer-
teza, muy sobresaliente e importante para el 
individuo1. La vinculación entre el acto par-
ticipatorio y sus resultados es más directa y 
visible en esta forma de actividad política 
que en cualquiera otra. Más aún, las motiva-
ciones para la participación por la vía de la 
formulación de demandas son casi  entera-
mente instrumentales más que expresivas o 
sustentadoras del régimen 2.  Aunque la acti-
vidad formuladora de demandas puede tener  
a veces insinuaciones ritualistas, sustentado- 
ras del sistema es, sin embargo, una forma de 
comportamiento dirigida principalmente a ma-
nipular el sistema político y a influir sobre 
asignaciones de valores. Los formuladores de 
demandas son personas que "buscan activa-
mente respuestas explícitas del sistema polí-
tico" y que perciben su comportamiento co- 
mo "una táctica para realzar sus posibilida-
des de provocar aquellas respuestas- 3. Si la 
participación política se concibe generalmen- 
te como una actividad ciudadana dirigida a 
influir sobre la toma de decisiones por parte 
del gobierno, la participación dentro de la 
 

1 Ver la exposición sobre la actividad de contactar fun-
cionarios como una modalidad de participación política en 
Sidney Verba y Norman H. Nie, Participation in America 
(New York: Harper and Row, 1972), p. 52. 

2 Sobre la distinción entre participación política "instru-
mental" y "expresiva", ver: Lester Milbrath, Political Par-
ticipation (Chicago: Rand Mc. Nally, 1965). Verba y Nie 
(Participation in America, p. 2) también diferencian la par-
ticipación instrumental de la participación "ceremonial" o 
"de apoyo", en la cual "los ciudadanos 'toman parte' expre-
sando su apoyo al gobierno marchando en demostraciones, 
trabajando intensamente en proyectos relativos al desarrollo, 
participando en grupos juveniles organizados por el gobierno  
o votando en elecciones ceremoniales", Ver también la ex-
posición sobre participación ritualista y sustentadora del ré-
gimen en el sistema político mexicano, en Richard R. Fagen  
y William S. Touhy, Politics and Privilege in a Mexican City 
(Stanford, Calif.: Stanford University Press, 1972), pp. 38-39. 

3  Peter K. Eisinger, "Protest Behavior and the Integra-
tion of Urban Political Systems, "Journal of Politics, 33 (No-
viembre, 1971), 984. 
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modalidad de la formulación de demandas es 
la  es t ra tegia  más directa  y  a  menudo más 
efectiva para el logro de metas entre los tipos 
de habitantes urbanos que son el objeto de 
este estudio. 

URBANIZACIÓN Y FORMULACIÓN DE DEMANDAS 
POLÍTICAS 

Los teóricos del cambio político y social, 
así como los formuladores de políticas de go-
bierno a menudo han propuesto una estrecha 
relación entre la migración rural-urbana au-
mentada y los cambios en los tipos y frecuen- 
cia de las demandas presentadas a los gobier-
nos 4.  Quienes proponen el modelo de cam-
bio político basado en la "movilización social" 
han sostenido que la migración a la ciudad 
tiende a ampliar el campo de necesidades hu-
manas susceptibles de ser satisfechas a través 
de la acción del gobierno. Al mismo tiempo, 
se piensa que la exposición al medio urbano 
aumenta los niveles de conciencia política en- 
tre la población migrante. Por último, la mi-
gración a la ciudad sitúa a una proporción 
mayor de la población en estrecha proximi-
dad con funcionarios de gobierno, facilitando  
el acceso de los ciudadanos a estos funciona-
rios y reduciendo los costos de articular ne-
cesidades en términos de tiempo, esfuerzo y 
dinero. Se supone que el resultado es la for-
mulación de demandas aceleradas; y, se su-
pone además, que las demandas por servicios 
públicos y otros beneficios gubernamentales 
aumentarán mucho más rápidamente que la 
capacidad del sistema político para respon-
der a ellas.  La reciente observación de Ro-
ber Scott es típica de esta línea de argumen-
tación: 

 
4 Ver Karl W. Deutsch, "Social Movilization and Political 

Development", American Political Science Review, 55 (Sep-
tiembre, 1961), 498-499; Danier Lerner, "Comparative Ana-
lysis of Processes  of Modernization", en Stein Rokkan, ed., 
Comparative Research Across Cultures and Nations (Paris and 
The Hague: Mouton, 1968),  p .  85;  Samuel  P.  Huntington,  
Political Order in Changing Societies (New Haven: Yale Uni-
versity Press, 1968) p. 5. Para una referencia específica de 
América Latina, ver también:  Ernes t  A .  Duff  y  John  F ,  
McCamant, "Measuring Social and Political Requirements for 
System Stability in Latin America", American Political Scien- 
ce  Review,  62 (Diciembre, 1968) , 1125-1129;  y  los  estu- 
dios citados en: Wayne A. Cornelius, "The Political Sociolo-
gy of Cityward Migration in Latin America: Toward Empi-
r ical  Theory",  en Francine F. Rabinovitz and Fel ici ty  M. 
Trueblood, eds., Latin American Urban Research, Volumen I 
(Beverly Hills, Calif.: Sage Publications, 1971), pp. 100-101. 

"Como la naturaleza de la población 
general varía desde predominantemen- 
te urbana y aislada hasta parcialmente 
integrada y urbana... ocurren cambios  
en los tipos, cantidades e intensidad de  
las demandas al gobierno. Tanto en tér- 
minos totales como proporcionales, más  
personas abandonan la agricultura de 
subsistencia y la  mediería,  para inte- 
grarse a la economía monetaria en la  
ciudad o fuera de ésta, como miembros  
del proletariado rural y participantes en  
operaciones agrícolas, comerciales o de  
mercado. Para tales personas,  lo que 
acontece en política nacional es impor- 
tante, y los tipos de programas de go-
bierno que están dispuestos a aceptar 
cambian drásticamente. En el pasado, 
mucho de lo que el gobierno proporcio-
naba era simbólico. Por ejemplo, una 
ley  de  reforma agrar ia  que no se  im-
plementaba, o bien, no lo que las masas 
deseaban, sino lo que los dirigentes gu-
bernamentales creían que debieran te-
ner. Actualmente, a medida que la po-
blación común conoce esta clase de ac-
tividad gubernamental no la satisface... 
Las  demandas  c rudas ,  mas ivas ,  des-
baratan tanto a los sistemas social y eco-
nómico, que las estructuras polí t icas 
existentes son forzadas más allá de su 
capacidad de manejar peticiones anta-
gónicas" 5. 

Tales argumentos parecen estar basados en 
supuestos más bien mecanicistas sobre la con-
versión de necesidades definidas objetivamen- 
te en demandas efectivas al gobierno. La de-
manda por servicios públicos se considera 
mayormente como una función del número 
de clientes potenciales, cuyas masas crecen  
no sólo con la migración desde el campo, sino 
también con las tasas de fertilidad persisten-
temente elevadas de los residentes nativos de 
las ciudades del Tercer Mundo. La evidencia 
presentada en este trabajo sugiere que este 
supuesto del  t ipo "un hombre,  una deman-
da” puede resultar muy engañoso para cual- 
quier tentativa de estimar el impacto poten- 
 

5  Robert E. Scott, "National Integration Problems and Mi-
litary Regimes in Latin America", en R, E. Scott, ed., Latin  
American Modernization Problems (Urbana-Champaign, III.: 
University of Illinois Press, 1973), pp. 301-302. 
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cial del rápido crecimiento o de la redistri-
bución de  la  población sobre  e l  funciona-
miento de los sistemas políticos. Particular-
mente, con respecto a migrantes desde el cam-
po, el  grado en que la  conciencia polí t ica 
aumentada y las necesidades objetivamente 
definidas son de hecho traducidas en presio-
nes crecientes por la extensión de servicios 
públicos y otros tipos de beneficios, es un pro-
blema empírico y que pocas veces ha sido 
abordado en investigaciones anteriores. 

La investigación referente a este problema 
debe ir más allá de la medición del nivel o la 
frecuencia absoluta de la formulación de de-
mandas políticas entre sectores de la pobla-
ción recientemente urbanizados. Debe buscar 
respuestas a una serie de interrogantes relati-
vas al proceso, mediante el cual necesidades 
objetivas se convierten en demandas políti-
cas. ¿Cómo perciben o definen los migrantes  
a la ciudad sus necesidades y problemas más 
agudos? ¿Hasta qué punto estas personas ven 
en el gobierno la agencia relevante para la 
solución de sus problemas? ¿Cuál es la natu-
raleza substantiva de las demandas presenta- 
das? ¿Conciernen a necesidades individuales  
o bien a necesidades colectivas de vecindarios 
urbanos u otros tipos de unidades sociales? 
¿Hacia qué tipo de funcionarios o agencias 
están dirigidas las demandas? ¿Cuáles son las 
estrategias usadas en los intentos de formu-
lación de demandas y qué factores son los que 
determinan los resultados de esos intentos? 
En suma, ¿cómo logran sus metas aquellos 
que buscan influir sobre la distribución de los 
beneficios gubernamentales? 

Este artículo presentará algunos resultados 
de investigación referentes a estas interrogan-
tes, extraídos de un estudio más amplio sobre 
actitudes y comportamiento político entre mi-
grantes —de bajo ingreso— a las ciudades ca-
pitales de México, Perú y Japón. En Ciudad 
de México y en Lima, los jefes de familia 
masculinos, habitantes de diez zonas de asen-
tamiento —predominantemente de bajos ingre-
sos— abarcan el universo del estudio. Estas 
comunidades fueron seleccionadas con el pro-
pósito de maximizar los límites de variación 
entre ellas en tres dimensiones de particular 
relevancia para la formulación de demandas 
políticas: 1) La edad de la comunidad; 2) Su 
tipo de origen (es decir,  como se instaló o 
creó originalmente la comunidad), y 3) El ni-

vel global de desarrollo de la comunidad 6. 
Así, los lugares de estudio en Ciudad de Méxi- 
co incluyen tres asentamientos de invasión 
en diferentes estados de evolución (designa-
dos aquí como Colonia Nueva, Colonia Peri-
férica y Colonia Militar), dos tipos diferen- 
tes de asentamientos iniciados por el gobier- 
no (Colonia Esfuerzo Propio y Unidad Po-
pular), y una subdivisión comercialmente ur-
banizada (Colonia Texcoco). En Lima, los  
lugares de estudio incluyen cuatro asenta-
mientos de invasión con edades, tipo de ori-
gen y niveles de desarrollo distintos. 

En  cada  comunidad ,  se  se lecc ionó  una  
muestra probabilística de jefes de familia mas- 
culinos para entrevistas muy detalladas y es-
tructuradas. Aproximadamente un tercio del 
total de la muestra entrevistada en Ciudad 
de México y alrededor de la quinta parte del 
total de la muestra en Lima consiste en no-
migrantes, definidos como individuos nacidos  
o criados en el área metropolitana de Ciudad 
de México o de Lima. El resto son migran- 
tes, definidos como personas nacidas fuera 
de Ciudad de México o Lima que vivieron la 
mayor parte del tiempo entre los 5 y los 15 
años de edad fuera de la ciudad. Los datos 
obtenidos a través de las entrevistas del sur-
vey de muestreo se reforzaron con informa-
ción etnográfica reunida a través de varios 
meses de observación participante en cada una 
de las comunidades de estudio. También se 
realizaron entrevistas en profundidad no es-
tructuradas a los dirigentes de cada comuni-
dad, como también a funcionarios de gobier- 
no que han tenido contacto prolongado con  
la comunidad 7. Gran parte del instrumento 

 
6 La formación y el desarrollo posterior de cada una de  

las comunidades mexicanas se describen en Wayne A. Cor- 
nelius, Political Learning Among the Migrant Poors The 
Impact of Residential Context. (Beverly Hills, Calif: Sage 
Publications, 1973 (Sage Professional Papers in Comparative 
Politics, Vol. 4, No 01-037), pp. 10-15, Información similar 
sobre las comunidades de estudio peruanas se encuentra en 
Henry A. Dietz, "Becoming a Poblador: Political Adjustment 
to the Lima Urban Environment", disertación doctoral iné-
dita. (Stanford University, 1973). 

7 El trabajo de campo fue realizado por Cornelios en Ciu-
dad de México, entre Enero y Diciembre de 1970, con reco-
lección adicional de datos en 1971 y 1972, y por Dietz en 
Lima desde Septiembre de 1970 hasta Agosto de 1971. Para 
una descripción más detallada del diseño y la metodología 
del estudio, ver: Wayne A. Cornelius, Henry A. Dietz y Ja-
mes W. White, "Policy Implications of Population Movement:  
A Cross-Cultural Study of Politicization and Demand-Making 
Behavior Among Low-Income Migrants to Large Cites: A. 

1 2  R E V I S T A  E U R E  



básico de survey también se aplicó en un es-
tudio independiente realizado en cuatro co-
munidades rurales que han sido puntos de 
origen para los migrantes a Ciudad de Méxi-
co 8.  En el análisis que sigue se  hacen algu-
nas comparaciones entre migrantes a Ciudad 
de México y residentes de estas comunidades 
rurales. 

LA CONVERSIÓN DE NECESIDADES EN 
DEMANDAS POLÍTICAS 

Es posible identificar varias etapas precisas 
en la conversión de las necesidades objetiva-
mente definidas en demandas reales al go- 
 

bierno. Primero, debe haber una percepción 
de que las privaciones o problemas objetivos 
por parte del individuo requieren algún tipo 
de solución o acción de mejoramiento. En se-
gundo lugar; tales necesidades experimenta-
das deben ser consideradas como necesidades 
particularmente susceptibles de ser satisfe-
chas a través de la acción gubernamental. Fi-
nalmente, el formulador de demandas poten-
cial debe ser capaz de identificar una estra-
tegia o un canal a través del cual puede ar-
ticular estas necesidades “politizadas”. Las 
etapas básicas en este proceso de creación de 
demandas se resume gráficamente en la f i -
gura 19. 
 

 
 

El  supuesto que está  implíci to  en la  ma-
yoría de los análisis sobre la relación de la 
urbanización con las demandas al sistema po-
lítico, es que la conversión de necesidades 
objetivas en demandas políticas ocurre casi 
automáticamente. Sin embargo, sigue siendo 
un supuesto que está aun lejos de ser demos-
trado. En el análisis que sigue intentaremos 
probar que a menudo existen retrasos impor-
tantes en el proceso de creación de deman-
das  entre  migrantes  a  la  c iudad y  que,  de  
hecho, muchas necesidades objetivamente de-
finidas son consideradas por los migrantes co-
mo necesidades a ser satisfechas primordial-
mente a través de la acción individual. Estas 
necesidades rara vez se convierten en objeto 
de intentos de formulación de demandas po-
líticas. 

 
Researeh Proposal Submitted to the Ford and Roekefeller 
Foundations Program of Social Science and Legal Research on 
Population Policy", Center for International Studies, Mas-
sachusetts Institute of Technology, Cambridge, Mass., (Febre- 
ro, 1972). 

8 E. Christopher Arterton, “Patterns of Political Participa- 
tion in Four Rural Mexican Villages” disertación doctoral inédita, 
Massachusetts Institute of Technology, 1973. 

Necesidades Objetivas y Percibidas: Las ne-
cesidades objetivas de migrantes residentes en 
las comunidades de estudio son evidentes en 
forma masiva. Tal como se demuestra en el 
cuadro 1,  menos de la tercera parte de los 
migrantes en ambas ciudades tenía agua por 
cañería en sus viviendas en el tiempo del es-
tudio. Entre los migrantes mexicanos, menos 
de un tercio tenía conexiones con un sistema 
público de alcantarillado o acceso a calles 
pavimentadas cerca de sus hogares. Casi la 
mitad de ellos obtenía electricidad para su 
uso doméstico mediante conexiones ilegales a 
líneas públicas de trasmisión en áreas recién 
urbanizadas. Casi una de cada cuatro de las 
familias migrantes mexicanas y casi la mitad 
 

9 Para una conceptualización alternativa del proceso de 
creación de demandas a nivel del individuo, ver: Jerry F. 
Medler, "Negative Sanctions: Their Perception and Effect in the 
Political System", disertación doctoral inédita, University  
of Oregon, 1966, capítulo 5. Nuestro modelo del proceso se 
diferencia del de Medler principalmente por la menor im-
portancia que le atribuimos al compromiso cognoscitivo en po-
lítica y a un sentido de eficacia política individual, como pre-
condiciones del acto do formulación de demandas. 
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de las peruanas aún vivían en chozas con mu-
ros de cartón laminado, estera u otros mate-
riales no permanentes. En ambas ciudades, so-
lamente alrededor del 4% de los migrantes ha-
bían recibido títulos de dominio formales y 
"definitivos". Menos de un 5% de los jefes de 
familia migrante estaba cesante y buscando 
trabajo cuando se hizo el  estudio,  pero la  
mayoría mantenía empleos que eran mala- 

mente remunerados. Más de la mitad de los 
migrantes mexicanos tenía ingresos familia-
res iguales o menores que el nivel mínimo ofi-
cial de salarios, lo mismo que el 44% de los 
migrantes peruanos. Las familias migrantes 
eran grandes; el 61% de los jefes de familia 
mexicanos y el 47% de los peruanos tenían 
seis o más personas dependientes viviendo 
en su casa en la época del estudio. 
 

 
 

¿Qué tipo de necesidades o problemas son 
identificados como los más importantes entre 
este sector de la población urbana? En el sur-
vey de Ciudad de México se  les pidió a los 
entrevistados especificar aquello que sentían 
era su preocupación personal más apremian-
te. Las respuestas, presentadas en la figura 2, 
indican que los problemas relacionados con  
la movilidad socio-económica son la principal 
inquietud de los entrevistados. Casi la mitad 
de la muestra informa que su mayor inquie-
tud personal es, ya sea el mejorar su situa-
ción económica o bien tener un empleo esta-
ble. La educación —tanto para sí mismo o pa- 
ra sus hijos— es otra área clave de preocupa-
ción, seguida muy de cerca por la necesidad 

de convertirse en propietario de un terreno  
o de una vivienda. Menos que uno entre diez 
migrantes considera el mejoramiento de las 
condiciones de vida (mediante la adquisición 
de una vivienda mejor o el acceso a servicios 
urbanos básicos) como su inquietud más im-
portante. 

Se les pidió a los migrantes tanto de Ciudad 
de México, como de Lima que identificaran  
el problema o necesidad más seria relacionada 
con su comunidad de residencia. Sus respues-
tas, clasificadas por comunidad, se presentan 
en el cuadro 2. En Ciudad de México, la ne-
cesidad abrumadoramente notoria es la segu-
ridad de tenencia en los dos asentamientos de 
invasión, Colonia Nueva y Colonia Periférica, 
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en donde al momento del survey, aún no se 
había conseguido el reconocimiento oficial de 
los derechos de toma de posesión. En las 
cuatro comunidades oficialmente reconoci-
das (Colonia Texcoco, Colonia Esfuerzo Pro-
pio, Unidad Popular y Colonia Militar), vir-
tualmente nadie identificó la seguridad de 
tenencia como una necesidad clave. En es-
tas últimas, los servicios y mejoramiento ur-
banos básicos —en particular,  agua por ca-
ñería, sistemas de alcantarillado y calles pa-
vimentadas— son considerados como las de-
ficiencias más graves, seguidas por el equi-
pamiento comunitario: escuelas, mercados 
públicos y consultorios periféricos de Salud. 
Problemas tales como la contaminación am-
bienta l ,  la  fa l ta  de  parques  u  o tro  t ipo  de  
equipamiento recreativo y el transporte pú-
blico inadecuado se destacan solamente en 
las dos comunidades más altamente desarro-
lladas (Unidad Popular y Colonia Militar);  
e incluso en estas comunidades las deficien- 
cias en el abastecimiento de agua y el equi- 

pamiento comunitario, es decir, escuelas y 
mercados públicos son consideradas más gra-
ves. 

Nuestros datos sobre Lima, indican casi 
el  mismo orden de prioridades entre las de-
ficiencias comunitarias con excepción del me-
nor grado de preocupación asignado a la ne-
cesidad de seguridad respecto a la tenencia 
de la tierra. En los cuatro asentamientos li-
meños la seguridad de tenencia es considera-
da segunda en importancia después de pro-
blemas relacionados con el abastecimiento de 
agua y con los sistemas de alcantarillado. La 
frecuencia global (a través de las comunida-
des) con la cual se mencionan las necesida-
des de sistemas de agua y alcantarillado, ca-
lles pavimentadas y seguridad de tenencia, 
como las deficiencias comunitarias más im-
portantes —por parte de nuestros entrevis-
tados en Lima y Ciudad de México—, corres-
ponde estrechamente con los resultados de 
otros estudios sobre necesidades identifica- 
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das entre residentes de barrios de bajos in-
gresos en ciudades latinoamericanas 10. 

El grado de importancia asignado por nues-
tros entrevistados a tres necesidades en par-
ticular —seguridad de tenencia de la tierra, 
escuelas y vivienda— merece una exposición 
adicional. La intensidad con la cual los mi-
grantes, carentes de un título legal sobre su 
terreno, sienten la necesidad de conseguir ta-
les titulas, se ilustra con las respuestas a va-
r ias  preguntas  hechas  en  nuestro  es tudio .  
Cuando se les preguntó a los migrantes a Ciu-
dad de México si habían estado personalmen- 
te inquietos o preocupados por algún proble-
ma en particular, relacionado con la comuni-
dad durante el último año más o menos, una 
mayor  proporción del  to ta l  de  la  muestra  
mencionó la seguridad de tenencia de la tie-
rra por sobre cualquier otro problema indi-
vidual.  A los migrantes que residen en las 
comunidades de estudio mejicanos también 
se les preguntó si habían trabajado o coope-
rado alguna vez con otros residentes de su 
comunidad, para tratar de resolver algún pro-
blema comunitario.  La mayoría (28%) de 
aquellos que sí lo habían hecho, informó que 
habían estado preocupados por el problema 
de la  seguridad de  tenencia .  Entre  los  mi-
grantes a Lima, el 99% identificó como una 
meta  "muy importante"  tener  un t í tu lo  de  
propiedad. Tanto en Lima como en Ciudad 
de México, un número sustancial de nuestros 
entrevistados expresó inquietud respecto a 
amenazas a la tenencia de su tierra. Alrede-
dor del 30% de la muestra total de migrantes 
mexicanos y el 40% de los migrantes perua-
nos creía que sus derechos a su vivienda y a 
su tierra aun no estaban asegurados y las pro-
porciones de entrevistadas que sostenían es-
ta creencia eran mucho más altas dentro de 
los asentamientos de invasión, cuyo status le- 
 

1 0  Ver: Douglas Butterworth, "Squatters or Suburbanites? 
The Growth of Shantytowns in Oaxaca, México", en Robert  
E.  Scott ,  ed. ,  Latin American Modernization Problems (Ur-
bana-Champaign, III . :  University of Il l inois Press,  1973),  p.  
231; Franik M. Andrews y George W. Phillips, "The Squatters  
o f  L ima:  Who They  Are  and  What  They  Want" ,  Jounal  o f  
Developing Areas, 4 (enero, 1970),  217-215: Talton F. Ray, 
The  Politics of the Barrios of Venezuela (Berkeley and Los 
Angeles: University of California Press, 1969), p. 75; y John  
R. Mathiason, "Patterns of Powerlessness among Urban Poor: 
Toward the Use of Mass Communications for Rapid Change, 
Studies in Comparative International Development, 7 (Prima- 
vera, 1972), 74. 

gal como comunidades permanecía seriamen- 
te en duda. 

La importancia excesiva atribuida a este 
problema por tantos migrantes residentes en 
comunidades ilegalmente formadas no es sor-
prendente, considerando el hecho que la opor-
tunidad  br indada  a  es tas  comunidades  de  
convertirse en propietario de  un sitio para 
establecer  su hogar const i tuye una de sus 
motivaciones principales para trasladarse allí 
en primer lugar. Aparte de las importantes 
satisfacciones psicológicas que se derivan de 
la posesión de un terreno, ésta asegura por 
lo menos una modesta herencia de propiedad 
(un "patrimonio familiar") para los hijos. Sin 
embargo, para explicar la elevada prominen-
cia del problema de seguridad de tenencia, 
las ventajas económicas a corto plazo para el 
migrante y su familia son igualmente im-
portantes. La mayoría de los migrantes que 
residen en las comunidades incluidas en es- 
te estudio construyen sus propios hogares, ac-
tividad que representa su forma principal de 
inversión de capital.  La habitación exenta 
de alquiler proporciona una fuente de segu-
ridad económica durante  períodos de des-
empleo  o  de  inf lac ión  desenfrenada  1 1 .  La  
protección de  es ta  fuente  de  seguridad re-
quiere del reconocimiento oficial de los de-
rechos a la tenencia de la tierra. Más aún, los 
tí tulos de propiedad son a menudo esencia-
les para obtener préstamos para mejoramien-
tos de la vivienda por parte de bancos y otras 
instituciones de préstamo privados. 

Los pobladores migrantes en Lima, sin em-
bargo, están menos propensos que sus seme-
jantes en Ciudad de México a considerar la 
inseguridad de tenencia de la tierra como el 
problema más grave que afecta a su comu-
nidad. Esta diferencia puede atribuirse a las 
políticas o prácticas divergentes relativas a 
la legalización de asentamientos de invasión 
que han sido adoptadas en los últimos años 
por los gobiernos peruano y mexicano. Aun 
cuando las nuevas invasiones por "toma" de 
terrenos han sido activamente resistidas por 
las autoridades tanto en Ciudad de México, 
como en Lima, el régimen peruano —espe-
cialmente desde el golpe militar de 1968— ha 
sido considerablemente más benevolente y 
consistente en su postura respecto a la le- 

 
11 Ver Andrews y Phillips, "The Squatters of Lima", p. 216. 

U R B A N I Z A C I Ó N ,  F O R M U L A C I Ó N  D E  D E M A N D A S  17 



galización de comunidades existentes forma-
das a través de “tomas” de terrenos.  Como 
podremos observar en una sección posterior 
de este trabajo, las decisiones del gobierno 
sobre la "regularización" de asentamientos 
formados ilegalmente en Ciudad de México, 
tienden a ser altamente idiosincráticas y nor- 
malmente no hay certeza de un resultado po- 
sitivo al comienzo de las negociaciones del 
asentamiento con las autoridades, para con-
seguir la legalización. Por contraste, el go-
bierno mil i tar  del  Perú  ha  emprendido un 
programa en gran escala de distribución de 
títulos de propiedad entre los residentes de 
los pueblos jóvenes (asentamientos de inva-
sión). Incluso entre aquellos que aún no se 
han beneficiado con este programa, el  go-
bierno aparentemente ha generado sólidas 
expectativas de que con el tiempo se les pro-
porcionarán títulos de propiedad. Quizás sea 
de mayor importancia el que la amenaza de 
desalojo violento a un asentamiento de inva-
sión existente haya sido insignificante bajo 
el régimen militar entonces en ejercicio. Sin 
embargo, en Ciudad de México, cada año nu-
merosas comunidades de bajos ingresos "irre-
gulares" son erradicadas por el gobierno y  
los funcionarios no han hecho ninguna pro-
mesa incondicional por la preservación de los 
asentamientos restantes, cuya situación de te-
nencia de la tierra aún está por resolverse. 

En relación a la necesidad de más o mejo-
res escuelas, el lector puede encontrar sor-
prendente que individuos que identifican a 
la educación como una preocupación perso-
nal clave, no sitúen a las escuelas a la cabe-
za del programa de mejoramientos para su 
comunidad. La explicación más simple y ade-
cuada para este  descubrimiento está  en el  
hecho de que incluso en comunidades de ba-
jos ingresos que sufren de un déficit de ser-
vicios extremo y de inseguridad de tenencia 
de la tierra, los residentes normalmente son 
capaces de construir sus propios edificios es-
calares provisorios, utilizando a menudo los 
mismos materiales ligeros que usan para sus 
viviendas individuales. Los maestros pueden 
conseguirse por medio de peticiones al Mi-
nisterio de Educación o a alguna organiza-
ción privada de servicio social. Además, en 
Ciudad de México, el programa del gobier- 
no federal para la construcción de escuelas 
está bien desarrollado. Por cierto, la gestión 
del gobierno para proporcionar oportunida-

des educacionales es más impresionante que 
en  cua lqu ie r  o t ra  á rea  de  p rob lemas  que  
afectan a los barrios de bajos ingresos de la 
ciudad. 

Uno de los descubrimientos más sorpren-
dentes de éste y otros estudios sobre necesi-
dades identificadas entre la población urba- 
na pobre en ciudades del Tercer Mundo se 
relaciona con la muy baja prioridad asigna-
da por tales personas a las necesidades de vi-
vienda. Solamente 3 de 678 migrantes a Ciu-
dad de México y ninguno de los 333 migran- 
tes entrevistados en Lima especificaron que 
la vivienda era la necesidad más importante 
que afectaba a las personas en su comunidad 
de residencia. Nos consta que la mayoría de 
estos individuos consideran los servicios bá-
sicos y mejoramientos tales como agua por 
cañería, sistemas de alcantarillado y calles 
pavimentadas, de mayor importancia inme-
diata para la creación de un medio residen-
cial adecuado que una vivienda construida 
con materiales permanentes. La construcción 
permanente de la vivienda avanza, pero só-
lo a un ritmo proporcional a los recursos fi-
nancieros de una familia. La mayoría de las 
familias son extremadamente reacias a asu-
mir la carga financiera prolongada que la to-
ma de posesión de viviendas proporcionadas 
por el gobierno les impondría. Prefieren más 
bien construir y mejorar sus propias vivien-
das a medida que el tiempo y el dinero lo per-
mitan, aun cuando el período de la construc-
ción básica solamente, puede durar de 10 a 
15 años 12. 

Necesidades Politizadas. ¿Cuá l  e s  en ton -  
ces, el “programa ciudadano” para la acción 
del gobierno entre la  población migrante? 
¿Qué tipos de necesidades identifican ellos 
como susceptibles de ser satisfechas a través 
de recursos gubernamentales? A los migran- 
tes entrevistados en Ciudad de México se les 
pidió su opinión respecto a cuán bien se es-
taba desempeñando el gobierno en una am-
plia variedad de áreas problema determina-
das. También se les pidió que especificaran 
aquellos tipos de problemas o necesidades 
 

1 2  Andrews y Phill ips,  "The Squatters of Lima' ' ,  p.  220. 
Cf.  John F.  C,  Turner,  “Barriers  and Channels  for  Housing 
Development in Modernizing Countries", en William Mangin,  
ed., Peasants in Cities (Boston: Houghton Mifflin, 1970),  
pp. 10-15. 
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que creían no ser de responsabilidad del go-
bierno. Las respuestas mostraron que, mien-
tras los migrantes vacilaban en atribuirle res-
ponsabil idad al  gobierno de proporcionar  
ayuda económica a aquellos necesitados, de 
proporcionar empleos y de redistribuir la ri-
queza (“tratando de nivelar las diferencias en-
tre las clases ricas y las pobres en México”) 
ellos identificaban en forma abrumadora al 
gobierno como responsable de proporcionar 
la mayoría de las clases de servicios y mejo-
ramientos relacionados con la comunidad. 

El grado hasta el cual los problemas y ne-
cesidades relativos a la comunidad han sido 
politizados entre los migrantes a Ciudad de 
México, se ilustra además con sus respuestas  
a varias preguntas sobre el rol del gobierno 
en el  desarrol lo  de la  comunidad.  Respon-
diendo a la pregunta "quién o qué es culpa-
ble de la mayoría de los problemas" de su 
comunidad, casi dos tercios de los entrevis-
tados mencionaron “al gobierno” en general,  
o a alguna agencia o funcionario de gobier-
no específicos. Respondiendo a otra pregun-
ta, sólo un 14% de la muestra creía que los 
problemas más importantes  de su comuni-
dad podrían ser resueltos por los mismos re-
sidentes, sin ayuda externa. Cuando se les 
preguntó  "Quién,  desde afuera  de  es ta  co-
munidad, podría ser de ayuda para solucio-
nar los tipos de problemas que Ud. ha men-
cionado" más del 97% de los entrevistados 
mencionó a alguna agencia o funcionario de 
gobierno. Solamente un uno por ciento men-
cionó fuentes privadas de ayuda (empresas, 
urbanizadores privados,  la  Iglesia,  etc.)  y 
menos del 1% consideraba al partido oficial 
(P. R. I .)  como una fuente de ayuda poten-
cial. 

La importancia de la asistencia guberna-
mental observada versus la autoayuda para el 
desarrollo de la comunidad, también se reve-
la en las respuestas de los migrantes a una 
pregunta con determinadas alternativas que 
les pedía identificar el único factor más im-
portante para el mejoramiento de las condi-
ciones de vida en su comunidad. La mayoría 
de los migrantes a Ciudad de México consi-
deraba la ayuda gubernamental como la más 
importante, seguida por esfuerzos de auto- 
ayuda de los residentes, como se muestra en 
el cuadro 3. El análisis por comunidad de re-
sidencia muestra que incluso entre migrantes 

mexicanos que viven en asentamientos de in-
vasión, donde la ética de la autoayuda está 
más profundamente arraigada que en otros 
tipos de comunidades de bajos ingresos, la 
asistencia gubernamental es aún considerada 
de suprema importancia para el proceso de 
desarrollo de la comunidad. 

Cuando las respuestas de migrantes residen-
tes en las comunidades de estudio mexicanas 
se comparan con aquellas de los migrantes pe-
ruanos, aparecen diferencias muy significati-
vas respecto del tema de la autoayuda versus  
la asistencia gubernamental en la solución de 
problemas comunitarios. Más del 30% de los 
migrantes a Lima creía que los problemas 
más importantes de la comunidad podrían ser 
resueltos por los residentes solos, en compa-
ración con solamente un 14% de los migran- 
tes mexicanos. Como se aprecia en el cuadro 
3, los entrevistados peruanos consideran la 
autoayuda considerablemente más importan-
te para el desarrollo de la comunidad que la 
ayuda del gobierno. Aun cuando las diferen-
cias en la distribución de las respuestas al 
in ter ior  de  o tras  ca tegorías  (“ la  ayuda de  
Dios”, “buena suerte”) también son signifi- 
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cativas, la diferencia aún mayor —a través del 
país— de la importancia relativa asignada a 
la  au toayuda  y  la  as is tenc ia  gubernamen-  
tal es particularmente relevante, para nues- 
tro interés en la politización de necesidades 
entre migrantes 13. 

La explicación más adecuada para esta di-
ferencia puede estar en las variaciones en el 
contenido de la socialización política dirigi- 
da de un país a otro. Tanto en México como 
en Perú, el gobierno había influido fuerte- 
mente en las percepciones masivas sobre el 
alcance apropiado de sus actividades, aun- 
que de maneras muy diferentes. En el caso de 
Perú, la mayor parte de las administraciones 
desde fines de la década del '50, han tratado 
de estimular y capitalizar los esfuerzos de 
autoayuda de los habitantes urbanos de bajos 
ingresos. La orientación hacia la autoayuda 
t a m b i é n  f u e  f o m e n t a d a  p o r  l o s  v o l u n t a -
rios del Cuerpo de Paz de los EE. UU. y por 
trabajadores de numerosas organizaciones 
privadas de servicio social que operaban en 
comunidades urbanas de bajos ingresos. Más 
aún, hasta 1968, cuando tomó el poder un ré-
gimen militar de izquierda, el fuerte énfasis 
del gobierno sobre la necesidad de la auto- 
ayuda entre los residentes de tales comuni-
dades era acompañado por un nivel de sen-
sibilidad oficial a sus necesidades relativa-
mente bajo. En parte, como respuesta a estas 
condiciones se lanzaron grandes y efectivos 
proyectos de autoayuda en muchos de los 
asentamientos de invasión que rodean a gran- 
des ciudades 14. 

 
13 Los residentes de asentamientos de invasión en Ecuador, 

Chile y Venezuela, también han tendido a asignar un valor 
relativamente bajo a los esfuerzos de autoayuda. Ver: Thomas 
M. Lutz, "Self-Help Neighborhood Organizations, Political 
Socialization, and the Developing Political Orientations of 
Urban Squatters in Latin America: Contrasting Patterns from 
Case Studies in Panama. City, Guayaquil, and Lima", diserta- 
ción doctoral inédita, Georgetown University, 1970, pp. 156- 
158; y Ray, Politics of the Barrios of Venezuela, p. 85. 

14 Ver Sandra PoweIl, "Political Participation in the Barria-
das: A Case Study, "Comparative Political Studies", 2 (Julio, 
1969), 211; David Collier "Squatter Settlement Formation 
and the Politics of Cooptation in Peru", disertación do toral 
inédita; University of Chicago, 1971, p. 76; Donald L. Ma-
ruska, "Gouvernment Policy sud Neighborhood Organizations  
in the Squatter Settlements of Lima", Tesis de Honor inédita, 
Department of Government, Harvard University, 1972, p. 6; 
Alfredo Rodríguez, et al., "De invasores a invadidos", Revista La-
tinoamericana de Estudios Urbano Regionales, No 6 (No-
viembre, 1972), 101-142; y Henry A. Dietz, "The Office and 
the Poblador: Perceptions and Manipulations of Housing Au- 
 

En México,  la  baja  propensión de ciuda-
danos de bajos ingresos —tanto en áreas ur-
banas como rurales— (ver columna central 
del  cuadro 3) hacia los esfuerzos de auto- 
ayuda, refleja los esfuerzos de los sucesivos 
gobiernos desde 1940 por estimular un senti- 
do de dependencia masiva sobre el régimen, 
respecto a los mejoramientos de la comunidad  
y otros tipos de beneficios de bienestar so-
cial. De hecho, la respuesta de los funciona-
rios de gobierno mexicanos frente a proyectos 
de desarrollo comunitario iniciados sin su co-
nocimiento o compromiso, a menudo ha sido 
de enojo o de vergüenza 15. Los dirigentes de 
comunidades urbanas de bajos ingresos, mu-
chos de les cuales están vinculados con bu-
rócratas de gobierno y funcionarios del P.R.I., 
por medio de relaciones de tipo patrón-clien-
te, también han fomentado un sentido de de-
pendencia sobre la asistencia gubernamen-
tal entre sus seguidores16. 

De esta manera la evidencia nacional com-
parada sugiere que el campo de necesidades 
que los migrantes hacia la ciudad perciben 
que requiere acción gubernamental ,  es en 
parte una función de la presencia o ausencia 
de intentos evidentes del gobierno por crear 
sentimientos de dependencia entre las clases 
más bajas. Donde los incentivos oficiales pa-
ra la autoayuda han sido débiles o totalmen- 
te inexistentes como en México y Venezuela, 
el campo de necesidades politizadas será más 
amplio. Sin embargo, la conversión de peti-
ciones difusas al gobierno en demandas es-
pecificas trasmitidas a funcionarios oficiales 
será retardada por un énfasis sobre el pater-
nalismo y la dependencia en la relación del 
gobierno con los pobres. 

La sensibilidad del sistema político frente 
a las peticiones de migrantes de bajos ingre-
sos, puede también condicionar sus actitudes 
hacia su confianza en la asistencia guberna-
mental. En países donde sistemas partidistas 
competitivos han inducido a los gobiernos en 
ejercicio a ser más sensibles a peticiones de  
las comunidades urbanas de bajos ingresos, 

 
thorities by the Lima Urban Poor", trabajo presentado en la  
Reunión de la American Society for Public Administration, Los 
Angeles, Calif., abril 3, 1973, pp. 3, 10-11, 

15 Cf. Ray, Polítics of the Barrios of Venezuela, pp. 89-90. 
16 Ver: Wayne A. Cornelius, "A Structural Analysis of 

Urban Caciquismo in Mexico", Urban Anthropology, 1 
(Otoño, 1972), 246. 
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como en Chile desde principios de la década 
del '60 y en Venezuela desde 1958, los resi-
dentes de estas comunidades han dedicado 
casi todas sus energías a actividades de peti-
ción más que a los esfuerzos de autoayuda 17. 

En el caso mexicano mientras la competen-
cia de los partidos de oposición por los votos 
de habitantes urbanos de bajos ingresos ha 
sido insignificante, el énfasis del régimen en 
vigorizar el apoyo entre los pobres ha asegu-
rado, sin embargo, un nivel relativamente al-
to de sensibilidad frente a las necesidades 
de las comunidades urbanas de bajo ingreso 18. 

Pero aun en comunidades donde se ha arrai-
gado un fuerte énfasis en la autoayuda, ya 
sea debido a la indiferencia del gobierno o  
a las actitudes de los dirigentes locales, la 
tendencia a largo plazo parece ser hacia la 
dependencia creciente sobre la asistencia gu-
bernamental.  Esta tendencia está bien ilus-
trada por los datos obtenidos en nuestras co- 
 

munidades de estudio, presentados en el cua-
dro 4. Las actitudes y el comportamiento sus-
tentadores de los esfuerzos de autoayuda es-
tán más arraigados en los asentamientos de 
invasión establecidos más recientemente y 
más pobremente desarrollados (Colonia Nue-
va y Colonia Periférica en Ciudad de Méxi-
co; Primero de Enero y Pampa de Arena, en 
Lima). En Colonia Militar, un asentamiento 
de invasión mexicano establecido alrededor 
de 20 años atrás sólo la tercera parte de los 
entrevistados presentan corrientemente una 
propensión hacia manifestar esfuerzos de au-
toayuda .  De  manera  s imi la r ,  só lo  uno  de  
cada diez migrantes entrevistados en 28 de 
Julio, un asentamiento de invasión peruano 
formado hace más de 20 años, tenía una fuer- 
te orientación hacia la autoayuda. 

Tal como ha observado Lisa Peattie, sobre 
la base de su trabajo de campo en un barrio 
urbano de bajos ingresos en Venezuela, una 
comunidad de este tipo "tiene, forzosamente, 
 
 

 
 

17 Ver: Samuel P. Hungtington y Joan M. Nelson, "Partici-
pation Patterns in Modernizing Societies: Report on a Research 
Program, AID Contract csd/2502, "Center for International Af- 
fairs, Harvard University, agosto 1973, capitulo 6. 

18 Para una exposición más completa sobre las dimensiones 
de la actuación gubernamental que afecta a los residentes de

bajos ingresos de Ciudad de México, ver: Wayne A. Cornelius, 
"'The impact of Governmental Performance of Political Attitu- 
des and Behavior: The Case of the Urban Poer in Mexico 
City", en Francine F. Rabinovitz y Felicity M. Trueblood, 
eds. ,  Latin American Urban Research,  Volume III  (Beverly 
Hills, Calif.: Sage Publications, 1973. 
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sólo un poder limitado para resolver sus pro-
pios problemas”, y "puede al final encontrar- 
se impotente para solucionar lo que ve como 
problemas, porque las soluciones se encuen- 
tran en puntos que escapan a su control 19. 

Así los residentes de la comunidad pueden 
cooperar para instalar un sistema de agua pro-
visional, pero un abastecimiento adecuado de 
agua potable depende forzosamente del per-
miso para  empalmar  un gran conducto  pú-
blico de agua en un área cercana. Las solu-
ciones permanentes para muchos de estos pro-
blemas de desarrollo de la comunidad deben 
esperar una acción gubernamental. Particular-
mente, en los asentamientos de invasión más 
antiguos, los residentes llegan a un punto en 
que consideran sus propios esfuerzos y re-
cursos como inadecuados para satisfacer sus 
necesidades. 

PERCEPCIÓN DE CANALES PARA LA  
FORMULACIÓN DE DEMANDAS 

Si las necesidades politizadas serán tradu-
cidas en demandas reales al gobierno o no, 
depende a menudo de la capacidad del for-
mulador de demandas potencial, para perci-
bir un canal adecuado por el cual puede in-
fluir sobre las decisiones de gobierno. Aun-
que los migrantes a la ciudad pueden encar-
garse individualmente de contactar a funcio-
narios de gobierno para presentar solicitudes 
de ayuda, la mayor parte de los datos sobre 
ciudades latinoamericanas (incluyendo los 
nuestros)  indican que tal  act ividad de for-
mulación de demandas individual es bastante 
infrecuente y que la abrumadora mayoría de 
los contactos con funcionarios los hace el mi-
grante como miembro de una delegación de 
residentes de su comunidad, ya que común-
mente los grupos formuladores de demandas 
son reclutados entre los miembros de asocia-
ciones para el mejoramiento de la comunidad  
y son dirigidos por funcionarios electos de ta-
les asociaciones. Es obvia, entonces, la im-
portancia que adquieren las organizaciones 
comunitarias y sus dirigentes para la activi-
dad de formulación de demandas entre la po-
blación migrante. Si ninguno de estos recur-
sos de liderazgo y de organización están dis- 

 
19 Lisa R. Peattie, The View from the Barrio (Ann Arbor: 

University of Michigan Press, 1968), p. 67. 

ponibles para el migrante, es mucho 
menos probable que se entregue a cualquier 
modalidad de formulación de demandas políticas. 

Numerosos estudios sobre participación po-
lít ica, tanto en naciones del Tercer Mundo 
como en naciones industriales avanzadas, han 
demostrado que aquellos que están implica-
dos en cualquier tipo de organización formal 
voluntaria participan en política con mayor 
frecuencia que los ciudadanos que no están 
así comprometidos 20. 

Estos estudios también han mostrado que 
el compromiso con una organización puede 
llevar a una participación política creciente 
en ausencia de otros atributos o actitudes per-
sonales, tales como un alto status socio-econó-
mico, un sentido de eficacia política o un alto 
nivel de información política. Más aún, exis- 
te evidencia específica en estudios de comu-
nidades de bajos ingresos en Santiago, Chi- 
le y en Lima, Perú, que indica que es consi-
derablemente más probable que los miembros 
de organizaciones de mejoramiento comuni-
tar io  se  entreguen a  la  formulación de de-
mandas políticas a que lo hagan sus vecinos, 
quienes no han estado implicados en organi- 
zaciones de mejoramiento 2 1 .  Entre  los  mi-
grantes entrevistados en nuestros surveys en 
 

20 Ver especialmente Gabriel A. Almond y Sidney Verba, 
The Civic Culture (Princeton: Princeton University Press, 
1963), pp. 262-265; William Erbe, "Social Involvement and 
Political Activity: a Replication and Elaboration", American 
Sociological Review, 29 (1964), 198; Norman U. Nie, G. 
Bingham Powell y Kenneth Prewitt, "Social Structure and 
Political Participation: Developmental Relationships, "Ame-
rican Political Science Review, 63 (Septiembre, 1969), 813; 
William H. Form y Joan Huber, "Income, Race and the 
Ideology of Political Efficacy", Journal of Politics, 33 (Agos-
to, 1971), 688; Verba y Nie, Participation in America, pp. 
174-208; y Paul Burstein, "Social Structure and Individual 
Political Participation in Five Countries, "American Journal 
of Sociology, 77 (Mayo, 1972), 1087, Ver también David 
H. Smith y Richard D. Reddy, "The Impact of Voluntar 
Organization Participation Upon the Volunteer", en David 
H. Smith, ed., Voluntary Action Research, 1973 (Lexington 
Mass,: Heath-Lexington Books, 1973). 

21 James W. McKenney, "Voluntary Associations and Po-
litical Integration: An Exploratory Study of the Role of Voluntary 
Association Membership in the Political Socialization  
of Urban Lower-Class Residents of Santiago, Chile, and Li-
ma, Peru", disertación doctoral inédita, (University of Ore-
gon, 1969), p. 184; Daniel M. Goldrich, "Political Organi-
zation and Politicization of the Poblador", Comparative Po-
litical Studies, 3 (Julio, 1970), 192; y Raymond B. Pratt, 
"Community Political Organizations and Lower Class Politization 
in Two Latin America Cities", Journal of Developing Nations, 5 
(Julio, 1971), 536-537. 
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Ciudad de México y Lima, aquellos que ha-
bían participado en organizaciones para el 
mejoramiento comunitario tenían 4 ó 5 veces 
mayor probabilidad de haberse entregado a la 
formulación de demandas que los no par-
ticipantes. 

La observación participante en las comuni-
dades de estudio mexicanas sugiere que las 
organizaciones de mejoramiento comunitario 
proporcionan un importante apoyo psicológi- 
co al migrante de bajos ingresos que busca 
hacer demandas al gobierno. La participación 
en esfuerzos de formulación de demandas co-
munales reduce en gran parte la cantidad de 
iniciativa individual requerida y le propor-
ciona al formulador de demandas potencial 
una clara estrategia de acción para influir so-
bre las decisiones de gobierno 22. Además, en 
la medida que las organizaciones basadas en la 
comunidad tienen éxito en conseguir be-
neficios, por medio de intentos colectivos de 
formulación de demandas, fortalecen las per-
cepciones —del migrante— del sistema políti- 
co como sujeto a la manipulación y aumentan 
su sentido de eficacia política. Tales actitu-
des y percepciones aumentan su propensión  
a entregarse a futuros intentos de formula-
ción de demandas. 

Sin embargo, la participación en la formu-
lación de demandas colectivas canalizadas a 
través de organizaciones comunitarias pueden 
no aumentar la confianza del migrante como 
individuo en tratar con funcionarios de go-
bierno. Las organizaciones de mejoramiento 
comunitario en barrios urbanos de bajos in-
gresos, parecen afectar las actitudes de sus 
miembros de casi  la  misma manera en que 
ciertos tipos de sindicatos campesinos lo ha-
cen en áreas rurales: 

"El sindicato es algo concretamente 
visible y comprensible para los campe- 
sinos. No se requiere ninguna capacidad  
de imaginarse a uno mismo tratando  
de influir, individualmente, sobre el go- 
bierno nacional, para tener un sentido  
de eficacia. Un campesino sólo necesi- 
ta saber que el sindicato existe, como un 
intermediario entre él  mismo y el  go-
bierno, y esta lección se aprende obser- 
 

22 Cf. Goldrich, "Political Organization", p. 192; Pratt, 
"Community Political Organization", p. 537. 

vando y, especialmente, participando en 
las actividades de gestión del sindica-
to. En consecuencia, si el sindicato es 
perito en esa actividad, existe una ma-
yor  p robab i l idad  que  sus  miembros  
aprenderán que son, de hecho, efica- 
ces" 23. 

Esto ayuda a explicar por qué tan pocos 
de los migrantes a ciudades de México que 
se han entregado a esfuerzos de formulación 
de demandas colectivas, también han inten-
tado contactar individualmente a funcionarios 
de gobierno respecto a problemas personales  
o relativos a la familia (ver cita 26). La for-
mulación de demandas individual con un ob-
jetivo netamente particular aparentemente re-
quiere un conjunto diferente de percepciones 
sobre el sistema político y sobre la capacidad 
propia de influir en sus resultados; percep-
ciones que no necesariamente resultan de ex-
periencias en la formulación de demandas co-
lectivas. 

DEMANDAS POLÍTICAS 

En la mayoría de los países para los cua-
les  hay disponibi l idad de datos razonable-
mente comparables  (Ver cuadro 5) ,  la  for-
mulación de demandas parece ser  una for-
ma de participación política relativamente po- 
co común entre la población en general. In-
cluso en los Estados Unidos, solamente alre-
dedor de un tercio de la población informa 
haber contactado a  un funcionario de go-
bierno por lo menos una vez. Entre nuestros 
entrevistados, alrededor de uno de cada cua-
tro migrantes mexicanos y uno de cada tres 
migrantes peruanos han contactado a un fun-
cionario político o de gobierno en una oca-
sión, cuanto menos 24, La incidencia de la 
 

23 John R. Mathiason y John D. Powell, "Participation and 
Efficacy: Aspects of Peasant Involvement in Political Mobi-
lization", Comparative Politics, 4 (Abril, 1972), p. 327. 

24 Debido a los términos de las preguntas relevantes del 
survey todos estos contactos con funcionarios —de los que 
dieron cuenta los entrevistados— implicaban una visita per-
sonal a la oficina de algún funcionario de gobierno o en 
Ciudad de México, del partido oficial. Por lo tanto, los datos 
no reflejan los contactos a través de cartas o peticiones fir-
madas por los residentes de la comunidad y enviadas a fun-
cionarios gubernamentales. Los términos reales de las pre-
guntas son las siguientes: Ciudad  de México: "¿Ud. ha ido 
alguna vez a una oficina del P.RI.? (partido gobernante).  
(Si es afirmativo): "¿Por qué motivo?"; "¿Ha ido Ud. al- 
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actividad de formulación de demandas varía 
en forma considerable de una comunidad a 
otra. En Ciudad de México, la proporción de 
 

guna vez personalmente —ya sea solo o con otros residen- 
tes de la comunidad— a ver a algún funcionario de (en Co-
lonia Texcoco: el gobierno municipal; en otra parte: el De-
partamento del Distrito Federal), o a alguna otra persona 
con influencia en el gobierno, para hablar respecto a algún 
problema o necesidad?". Lima; "¿Ha ido Ud. alguna vez 
personalmente, solo o con otros residentes de (comunidad de 
residencia del encuestado) a hablar con algún funcionario 
de la Oficina Nacional de Pueblos jóvenes respecto a  
algún problema o necesidad? 

migrantes que se ha entregado a alguna mo-
dalidad de formulación de demandas oscila 
desde un 45% en Colonia Nueva (el asenta-
miento de invasión establecido más reciente-
mente) a un 10% en Colonia Texcoco (la sub-
división comercial). En Lima, la incidencia 
de formuladores de demandas fluctúa desde 
un 36% en Primero de Enero, uno de los asen-
tamientos de invasión formados más recien-
temente, a un 9% en Santiago, un asentamien- 
to que tenía 20-25 años de existencia en el 
momento del survey. Estas diferencias inter-
comunitarias pueden atribuirse en parte a la 
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naturaleza de los problemas de desarrollo que 
cada comunidad ha afrontado (por ejemplo, la 
formulación de demandas ha sido más fre-
cuente entre migrantes que residen en asen-
tamientos formados ilegalmente, debido a pro-
longadas negociaciones por servicios urbanos 
básicos y por el reconocimiento del gobierno 
de los derechos de tenencia); pero las dife-
rencias en liderazgo comunitario y estructura 
organizativa parecen ser determinantes y de 
igual importancia en las propensiones a la 
formulación de demandas entre los residentes. 

Cuando los migrantes contactan a funcio-
narios de gobierno, ¿cuál es la  naturaleza 
sustantiva de sus demandas? Los datos rele-
vantes para nuestra muestra se presentan en 
la figura 3, Tanto entre los migrantes mexi-
canos como los peruanos, alrededor de dos 

tercios de los contactos con funcionarios —in-
formado por los entrevistados— concernían a la 
necesidad de seguridad de tenencia. En el 
período inmediatamente siguiente a una in-
vasión de tierras, las demandas relativas a es-
ta necesidad son de naturaleza defensiva; es 
decir,  peticiones para que se les permita a 
los pobladores permanecer en los terrenos sin 
temor de desalojamiento por el gobierno. Pos-
teriormente, las demandas relativas a la te-
nencia adoptan la forma de peticiones para 
la legalización de la comunidad y la concesión 
de títulos de propiedad individual a sus resi-
dentes, Peticiones relacionadas con otras cla-
ses de necesidades comunitarias dan cuenta 
de casi todos los intentos de formulación de 
demandas restantes, informados por los en-
trevistados. 
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En su estudio de una muestra nacional de 
la población norteamericana, Verba y Nie 
encontraron que alrededor de un tercio de 
todos los contactos —iniciados por los ciuda-
danos— con funcionarios de gobierno, concer-
nían a problemas particulares relativos al for-
mulador de demandas individual o a su fa-
milia, solamente, mientras que los dos tercios 
restantes tenían un objetivo social más am-
plio 25. Un patrón similar emerge de nuestros 
datos sobre formulación de demandas de mi-
grantes a Ciudad de México y a Lima, aun 
cuando la frecuencia de contactos en relación  
a problemas particulares es aún más baja en- 
tre estas poblaciones que entre ciudadanos 
norteamericanos. Solamente alrededor del 3% 
de los contactos con funcionarios de gobierno  
—informado por los migrantes mexicanas— tra-
taban de necesidades personales o relativas a  
la familia 26.  Aunque carecemos de datos es-
pecíficos sobre la incidencia de la formulación 
de demandas con un objetivo particular entre 
migrantes a Lima, la observación participan- 
te y entrevistas informales con residentes de 
las comunidades de estudio indican que no 
es más frecuente que entre los migrantes mexi-
canos. Así, es claro que el programa del mi-
grante para la acción gubernamental  se ve 
fuertemente influido por la prioridad que él 
asigna a ciertos problemas y necesidades que 
lo afectan más directamente como miembro 
de una comunidad residencial dada. La ma-
yor parte de las demandas que emanan de la 
población migrante son demandas articuladas 
en nombre de una comunidad entera, por bie-
nes colectivos que benefician a todos los re-
sidentes de la comunidad. Peticiones altamen-
te  part iculares  por  empleos u otras  conce-
siones especiales que benefician solamente al 
formulador de demandas individual o a su fa-
milia, constituyen una proporción muy peque-
ña de las demandas de los migrantes al go-
bierno. 

Esta baja frecuencia de contactos con ob-
jetivos particulares también refleja las percep-
ciones del migrante sobre qué tipos de nece- 
 

25 Verba y Nie, Participation in America, p, 67. 
26 Entre los contactos de migrantes a Ciudad de México 

con funcionarios del partido oficial —informados por los en-
trevistados— alrededor de un 13% tenía un objetivo parti-
cular (personal o familiar); pero los contactos con funcio-
narios del P.R.I. sólo representan un 9% del total de in-
tentos de formulación de demandas informados por los en-
trevistados. 

sidades están más sujetas a ser satisfechas por 
medio de la acción gubernamental. Quizás la 
razón más importante de por qué necesidades 
individuales de vivienda y empleo no son ob-
jeto frecuente de la formulación de demandas  
es que el migrante, por lo general, percibe la 
satisfacción de tales necesidades como res-
ponsabilidad individual 27.  Como lo han des-
cubierto los ingenieros del gobierno que ins-
peccionan la construcción de viviendas reali-
zadas por residentes de algunos asentamientos 
de bajos ingresos en Ciudad de México, el mi-
grante puede resistir activamente la interven-
ción gubernamental en la construcción de vi-
viendas, la que considera como una interfe-
rencia en un asunto personal. De manera al-
ternativa, a pesar de la urgencia de problemas 
tales como el desempleo, la búsqueda de asis-
tencia gubernamental puede no ser conside-
rada como una manera efectiva de tratar el 
problema, va sea por las complejidades y de-
moras involucradas en la obtención de ayuda 
del gobierno o por una baja sensibilidad gu-
bernamental frente a peticiones concernientes  
a necesidades individuales. En contraste de 
los problemas relativos a la obtención de de-
rechos de tenencia de la tierra y acceso a ser-
vicios urbanos básicos, no san considerados 
susceptibles de una solución “individual”. In-
cluso los residentes más acomodados de co- 

 
27 Fagen y Tuohy también encontraron que entre residen-

tes de la cuidad de Jalapa, México, "la mayor fuente de di-
ficultades personales —la situación económica y especifica- 
mente el asunto de los empleos— es todavía mayormente con-
siderada en primera instancia como un dominio privado o 
individual. En el contexto del crecimiento nacional agregado,  
la movilidad individual es vista como el mecanismo a tra-
vés del cual se mejorarán las condiciones económicas, Así, 
un sentido de culpa y de responsabilidad personal tiñe la 
percepción de estos problemas… Cuando se les preguntó  
a los jalapeños: "Si un hombre está... cesante, quién tiene  
la responsabilidad principal de encontrarle un trabajo? Más 
del 70% dijo que ese hombre mismo tenía esa responsabi-
lidad; 5% dijo "amigos y parientes" y 23% mencionó al go-
bierno o alguna otra organización... A pesar de una con-
fianza difusa sustancial en el gobierno, la economía no ha 
estado vinculada con la política de maneras que lleven 
al ciudadano medio a buscar una reparación política de 
agravios económicos" (Fagen y Tuohy, Polítics and Privi-
lege in a Mexican City, pp. 142-143). Se han observado 
percepciones del problema del desempleo similarmente perso-
nalizadas entre residentes de asentamientos de invasión en 
Lima, Perú (Rodríguez, et al., "De Invasores a Invadidos",  
p. 131). Tales percepciones y expectativas pueden ayudar  
a explicar la escasez de acciones políticas colectivas orga-
nizadas en torno al problema del desempleo entre residentes 
de bajos ingresos de las ciudades latinoamericanas del Ter-
cer Mundo (latinoamericanas), Ver; Hungtington y Nelson, 
"Participation Patterns in Modernizing Societies", Capítulo 6. 
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munidades formadas ilegalmente en Ciudad 
de México y Lima han encontrado que es im-
posible adquirir un título para su terreno por 
medio de negociaciones individuales con fun-
cionarios de gobierno. La seguridad de tenen-
cia se alcanza sólo a través de una decisión 
del gobierno de reconocer los derechos de te-
nencia de la tierra de todos los residentes de 
una comunidad 28. 

ESTRATEGIAS PARA LA FORMULACIÓN  
DE DEMANDAS 

¿Qué métodos son más probables de ser uti-
lizados por migrantes entregados a intentos 
de formulación de demandas? Para ayudar a 
identificar sus preferencias entre una cantidad 
de estrategias alternativas para la formulación 
de demandas, se les presentó a los migrantes 
entrevis tados  en  Ciudad de  México,  la  s i -
guiente  situación hipotética: "Suponga que 
un grupo de personas de esta ciudad siente 
fuertemente que el gobierno los está tratando 
de manera injusta. Voy a leerle una lista de 
algunas de las cosas que estas personas po-
drían hacer para tratar de lograr que el go-
bierno cambie la situación. ¿Cuál cree Ud. 
que sería  la  manera más ef icaz?2 9 .  Las res-
puestas presentadas en el cuadro 6, indican 
tina preferencia muy marcada por abrirse ca-
mino a través de los canales burocráticos con-
vencionales (específicamente, enviando a un 
grupo representativo a hablar con un funcio-
nario de gobierno). Casi la mitad de los en-
trevistados creía que esta sería la estrategia 
más efectiva para influir sobre el gobierno. 
Dado que la investigación sobre esfuerzos de 
formulación de demandas pasados y presentes 
 

28 Aparentemente negociaciones individuales para obtener 
títulos de propiedad han sido factibles y exitosas en algu- 
nas ciudades del Tercer Mundo con grandes poblaciones de 
invasores. Ver por ejemplo, Joan M. Nelson, '`Migration, In-
tegration of Migrants, and the Problem of Squatter Settle-
ments in Seoul, Korea: Report on a Field Study for the 
Smithsonian Institution", mimeografiado, Washington, D. C., 
Julio, 1972, p. 20. 

29 Lamentablemente esta pregunta no pudo ser incluida 
en el survey de muestreo en Lima, debido a la susceptibi-
lidad política frente a averiguaciones respecto a la actividad 
política partidista y la actividad de protesta en Perú en el 
período siguiente al golpe militar de 1968. Sin embargo, 
haremos algunas observaciones sobre los estilos y estrate-
gias de la formulación de demandas preferidas por los mi-
grantes a Lima, basados en información cualitativa reco- 
gida mediante la observación participante y entrevistas no 
estructuradas. 

de residentes de las comunidades de estudio 
mexicanas reveló que a menudo buscaban des-
viarse de los procesos burocráticos regulares, 
estableciendo relaciones de tipo patrón-clien- 
te con los políticos o burócratas claves. En 
consecuencia esto también se especificó como 
una alternativa en la pregunta del survey re-
lativa a las estrategias para la formulación de 
demandas. 

 

Alrededor de uno de cada cuatro entrevis-
tados respaldaron este tipo de acercamiento, 
definido como "abrir camino a través de co-
nexiones personales con funcionarios públi-
cos". Proporciones mucho menores de entre-
vistados afirmaron la eficacia de abrirse ca-
mino a través del partido oficial para influir 
sobre las acciones del gobierno, organizando 
una demostración de protesta y tratando de 
ejercer presión sobre el gobierno movilizan-
do el  apoyo de personas externas al  grupo 
formulador de demandas a través de reuniones 
públicas o asambleas. 

LOS PARTIDOS COMO ARTICULADORES DE 
DEMANDAS 

Una estrategia utilizada con frecuencia en-
tre invasores urbanos en ciudades del Tercer 
Mundo, en particular donde operan sistemas 
competitivos multipartidistas, es la de traba- 
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lar con políticos de un partido en orden a in-
fluir sobre las decisiones de la burocracia gu-
bernamental30. Sin embargo, los datos de al-
gunas ciudades latinoamericanas, incluyendo  
a Lima antes del golpe de 1968, revelan una 
desilusión considerable con los partidos po-
líticos como articuladores de las necesidades 
de la clase baja 31. 

En ciudades donde la intensa competencia 
electoral hace posible negociar votos Por el 
"palanqueo" con los burócratas de gobierno, 
las organizaciones de comunidades de bajos 
ingresos pueden dedicar un esfuerzo conside-
rable a cultivar el apoyo de políticos de par-
tido para las demandas de la comunidad 32. 
Sin embargo, con el tiempo, los costos de es-
ta colaboración con los políticos de partido 
exceden con creces a los beneficios que ob-
tiene la comunidad, al ser desplazados los di-
rigentes locales y al desviarse las energías de 
las organizaciones de mejoramiento comuni-
tario de la solución de problemas comunita-
rios hacia la movilización electoral. Los par-
tidos políticos llegan a ser percibidos como 
influencias divisivas dentro de las comunida-
des de bajos ingresos, que inhiben sus esfuer-
zos por presentar un frente unido de residen-
tes en las negociaciones con agencias de go-
bierno y que limitan seriamente su capacidad 
de formulación de demandas autónoma 33. 

 
30 Para descripciones de este tipo de estrategia de for-

mulación de demandas en ciudades no-latinoamericanas, Ver 
Aprodicio A. Laquian, "Slums asid Squatters in South and  
Southeast Asia", en Leo Jakobson y Ved Prakash, eds., Ur- 
banization and National Developments South and South- 
east Asia Urban Affairs Annual, Vol. I (Beverly Hills, Calif: Sa- 
ge Publications, 1972), p. 199; y Kemal H. Karpat, "The 
Politics of Transition: Political Attitudes and Party Affi- 
liation in Turkish Gecekondu", trabajo inédito. Dept. of His- 
tory, University of Winconsin, Madison, 1972, p. 26. 

31 Ver especialmente Ray, Potitics of the Barrios of Vene-
zu e la ,  p .  80 ;  L u tz ,  N e igh bo rhoo d  O rg an iza t i ons" ,   
pp. 194-195; Pratt, "Community Political Organizations", p.  
538; y John D. Uzzell, "Bound for Places I'm Not Known  
to; Adaptations of Migrants and Residence in Four Irregular 
Settlements in Lima, Perú, disertación doctoral inédita, Uni- 
versity of Texas, Austin, 1972, p. 240. 

32 Peattie, The View from the Barrio, p. 67; Anthony Leeds, "'The 
Significant Variables Determining the Character of Squatter 
Settlements", America Latina, 12 (Julio-Septiem- 
bre, 1969), 78-79. 

33 Cf. Peattie, The View from the Barrio, pp. 69-70; Ray, 
Polítics of the Barrios of Venezuela, pp. 98-127; Powell, "Po-
litical Participation in the Barriadas"; Raymond B. Pratt, 
"Parties, Neighborhood Associations, and the Politicization of  
the Urban Poor in Latin America", Midwest Journal of Po-
litical Science, 15 (Agosto, 1971), 509-510. 

Nuestros resultados en Ciudad de México 
son consistentes con este patrón general lati-
noamericano. En el contexto mexicano, el tra-
bajar con funcionarios de partidos de oposi-
ción, no es una estrategia racional para el lo-
gro de metas, en vista de los escasos recursos 
controlados por sus partidos. Pero, incluso, el 
partido reinante (P. R. I.) no es ampliamente 
considerado como un vehículo efectivo para la 
articulación de demandas, por parte de los 
migrantes residentes en las comunidades de 
estudio, especialmente cuando el asunto en 
discusión es algún problema o necesidad de la 
comunidad. 

En algunas ciudades mexicanas de provin-
cia, se ha observado que el partido oficial fun-
ciona efectivamente como "una bolsa de com-
pensación descentralizada a través de la cual 
se pueden articular demandas (de las clases 
bajas) y a veces también atenderlas 3 4 .  No 
obstante, existe una variación considerable 
en el  desempeño de esta función por parte 
del P.R.I., de ciudad en ciudad e incluso al 
interior de las ciudades mismas. Por ejemplo, 
en algunas secciones del área metropolitana 
de Ciudad de México, las organizaciones de 
mejoramiento comunitario están vinculadas 
administrativamente con la estructura del 
P.R.I. local y dirigen sus peticiones por me-
joramientos comunitarios a la sede del parti-
do. Donde tales lazos directos no existen, es 
poco común que la formulación de demandas se 
filtre a través del aparato del partido. 

En general, el abrirse paso exclusivamente 
a través del partido oficial es considerado 
—por los residentes de las comunidades de 
estudio mexicanas— como una estrategia de 
formulación de demandas muy indirecta. Se 
pueden lograr resultados mejores por medio 
de contactos directos con funcionarios de go-
bierno, confiando en contactos con el partido 
oficial solamente en el caso que las negocia-
ciones con los tomadores de decisiones gu-
bernamentales fracasaran o produjeran un re-
sultado desfavorable. Tal estrategia revela una 

 
3 4  Fagen y Tuohy, Polit ics and Privilege in a  Mexican 

City, pp. 30-31. Cf. Antonio Ugalde, Power and Conflict in 
a Mexican Community (Alburquerque: University of New 
Mexico Press, 1970), pp. 139-149; y Antonio Ugalde, et  
al., "The Urbanization Process of a Poor Mexican Neighbo-  
rhood: The Case of San Felipe del Real Adicional, Juárez", 
trabajo inédito, Dept. of Sociology, University of Texas, Aus- 
tin, Abril 1973, pp. 50-53. 
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percepción muy realista del lugar que ocupa 
la autoridad a cargo de la toma de decisiones 
en el sistema político mexicano: son los buró-
cratas de gobierno mas que los políticos de 
partido los que controlan las asignaciones de 
los recursos más relevantes para la solución 
de los problemas comunitarios 35. 

E l  p r i n c i p a l m e n t e  a  t r a v é s  d e  s u  
Sector Popular, es la fuente de una cierta can-
tidad de patrocinio de escasa significancia pa-
ra residentes individuales de barrios de bajos 
ingresos. Puede, por ejemplo, proporcionar 
asistencia médica, ayudar a obtener una li-
cencia o permiso para la actividad comercial  
o ayudar a inscribir a un niño en una escuela 
del barrio ya copada. Pero como ya hemos 
dicho, la formulación de demandas con un 
objetivo individualizado es muy poco frecuen- 
te entre las personas incluidas en este estu-
dio, sin perjuicio del tipo de funcionario (del 
P.R.I. o del gobierno) hacia el cual está diri-
gida. 

LA POLÍTICA DE PROTESTA 

El grado aún más bajo de eficacia asigna-
do por los migrantes a las tácticas de protesta 
como una estrategia de formulación de de-
mandas es particularmente significativo, en 
vista de la gran cantidad de literatura que le 
atribuye a los migrantes hacia la ciudad un 
alto potencial de comportamiento de protes-
ta.  Respondiendo a otra pregunta de la en-
trevista, casi la mitad de los migrantes entre-
vistados en Ciudad de México expresaron la 
creencia que estaría mal que un hombre se 
uniera a una marcha o demostración de pro-
testa "para conseguir que los funcionarios pú-
blicos corrijan una situación injusta". Los mi- 

 
35 Refiriéndose fundamentalmente a investigaciones reali-

zadas en la ciudad provincial de Jalapa, México, un inves- 
tigador ha concluido que "Solamente personas y organiza- 
ciones que carecen de recursos políticos adecuados, articu- 
lan demandas al y a través del partido. Y corno éste no es  
un tomador de decisiones importante, aquellos  

articuladores sólo pueden tener la esperanza que el partido preste 
servicios como corredor o intermediario, vinculado con el 
gobierno". Ver: William S. Touhy, "Centralism and Political 
Elite Behavior in Mexico", en C. E. Thurber y Lawrence 
Graham (eds.), Development Administration in Latin America 
(Durham, N. C.: Duke University Press, 1973). Ver también 
David Schers, The Popular Sector of the Partido Revolucio-
nario Institucional in Mexico (Tel Aviv: The David Horowitz 
Institute for the Research of Developing Countries, Tel  
Aviv University, Informe de Investigación No 1 Noviembre, 
1972), p. 68. 

grantes tampoco dudaron en condenar, con 
un margen abrumador, las actividades de pro-
testa de los estudiantes que hicieron una de-
mostración en contra de las violaciones gu-
bernamentales de la autonomía universitaria  
y otros agravios en Ciudad de México duran- 
te el otoño de 1988. No es sorprendente que 
los niveles de compromiso de los migrantes 
en act ividades abiertas  de protesta  fueran 
bastante bajos. Sólo un 3% había ido alguna 
vez con un grupo de personas a protestar o  
a quejarse a un funcionario público sobre al-
gún problema, y solamente alrededor de un 
2% de los migrantes había asistido alguna vez  
a una reunión de protesta o participado en 
una demostración de protesta. En entrevistas 
con dirigentes de las comunidades de estudio 
mexicanas, varios expresaron la opinión que  
si una necesidad de su comunidad fuera par-
t icularmente aguda, y el  gobierno hubiera 
ignorado las peticiones de la comunidad re-
lativas a esa necesidad, ellos tratarían de or-
ganizar una demostración de protesta en las 
afueras de la oficina de algún funcionario de 
gobierno de alto rango; pero ninguno fue ca-
paz de documentar, con un ejemplo, que este 
tipo de acción haya sido efectivamente em-
prendida. 

También se debe hacer presente que inclu-
so en el contexto de la actividad peticionaria 
convencional, los comunicados de residentes 
de las comunidades tanto de Ciudad de Méxi- 
co como de Lima, nunca fueron formulados 
como protestas, quejas, tampoco como expre-
siones de enojo por ser ellos excluidos injus-
tamente de algún servicio o beneficio guber-
namental particular. Tanto las peticiones es-
critas, como el lenguaje empleado al presen-
tarlas a los funcionarios de gobierno, están 
llenas de expresiones de deferencia hacia la 
autoridad y manifestaciones de esperanza de 
que los beneficios a los que aspiran serán con-
cedidos por el gobierno, como un "favor es-
pecial" a los residentes de la comunidad. 

El acercamiento deferencial, no amenazan-
te del migrante para negociar con funciona-
rios públicos, así como el evitar tácticas de 
protesta en general, están arraigados en una 
visión del mundo que enfatiza la "conformi-
dad con las reglas más que manipularlas", 36. 

 
36 Douglas Butterworth, "Two Small Groups: A Compa-

rison of Migrants and Non-Migrants in Mexico City", Urban 
Anthropology, 1 (Primavera 1972), 41. 

U R B A N I Z A C I Ó N ,  F O R M U L A C I Ó N  D E  D E M A N D A S  29 



Los migrantes de clase baja a las ciudades la-
tinoamericanas igual que los inmigrantes a los 
Estados Unidos del siglo XIX, tienden a con-
siderarse a sí mismos como: 

"Forasteros en la ciudad. Como tales 
son más propensos por lo menos inicial- 
mente, a cuestionar la legitimidad de su  
propia presencia como recién llegados 
audaces, que el orden urbano general. 
La ciudad que ofrece la oportunidad de 
ascenso vertical (socio-económico) tam-
bién fija sus propias reglas, las que son 
muy severas. La decisión del migrante 
de  ven i r se  a  l a  c iudad  igua l  que  l a  
elección del inmigrante de establecerse 
en un nuevo país implican una acepta-
ción tácita de estas reglas» 37. 

De este modo, la preferencia del migrante 
por la formulación de demandas a través de 
los canales burocráticos convencionales o de 
relaciones informales de tipo patrón-cliente 
puede ser considerada como un reflejo de su 
compromiso de acatar las reglas del juego po-
líticas en su nuevo medio. Formas de acción 
política claramente ilegales o violentas, orien-
tadas a la protesta, nunca son consideradas 
como un instrumento para ejercer presión di-
rigida a las autoridades, porque representan 
una violación fundamental de estas reglas. La 
participación en una invasión de tierras es, 
por lo general, la única instancia en la cual 
e l  migrante  pudiera estar  dispuesto a  con-
travenir deliberadamente las normas sociales  
y políticas y, como tales invasiones a menudo 
se llevan a cabo con el apoyo secreto de po-
líticos o funcionarios gubernamentales, es po- 
co probable que incluso sean interpretadas 
por muchos de los participantes como una 
forma de acción política contra el sistema 38. 

La baja tolerancia del migrante a los ries-
gos e incertidumbre de la acción política no 
convencional también refleja sus percepcio- 
 

37 Alejandro Portes, "Rationality in the Slum", Compara- 
tive Studies in Society and History, 14 (Junio, 1972), 284. 

38 Respecto a la implicación de burócratas gubernamentales  
y políticos en invasiones de terrenos urbanos en Chile, Perú,  
y Venezuela, ver: Franz Vanderschueren, "Political Signi-
ficance of Neighborhood Committees in the Settlements of 
Santiago", en Dale L. Johnson., ed., The Chilean Road to 
Socialism (Garden City, N. Y.; Doubleday-Anchor Books, 
1973), pp. 267-268; Collier, "Squatter Settlement Formation 
and the Politics of Co-optation in Perú", passim; y Ray, Po- 
litics of the Barrios of Venezuela, pp. 33-37, 42-43. 

nes sobre cuáles son los tipos de estrategias 
de formulación de demandas más instrumen-
tales para ganar beneficios tangibles para sí 
mismo y su comunidad. Cree que poco o na- 
da puede ganarse ofendiendo a las autorida-
des mediante actividades de protesta y que, 
quizás, tenga mucho que perder si lo hace. 
En la historia reciente de México y Perú abun-
dan los ejemplos de los costos potenciales y 
de la futilidad de las actividades de protesta 
como estrategia para el logro de metas. En 
zonas rurales mexicanas, la protesta abierta de 
los campesinos ha sido sistemática y des-
piadadamente reprimida; y las demostraciones 
de protesta de 1968 en Ciudad de México fue-
ron violentamente reprimidas por fuerzas po-
liciales y militares, con un resultado de 300 
muertos y el sentenciamiento de estudiantes, 
acusados de organizar las demostraciones, a 
condenas de 15 a 20 años. Desde 1968, qui-
zás una docena más de estudiantes que pro-
testaban han sido muertos por la policía "es-
pecializada" en Puebla, Culiácan, y otras ciu-
dades provinciales 39. En Perú, estudiantes que 
protestaban y guerrillas que operaban en zo-
nas rurales durante la decada del '60 a me-
nudo se encontraron con una violenta repre-
sión en manos de los  mil i tares  o  de la  po-
licía. La ciudad de Lima también tiene una 
historia de violentos enfrentamientos entre la 
policía y los invasores participantes en “to-
mas” de terrenos. En uno de estos choques 
resultó muerto uno de los invasores y otros 

 
39 Evelyn P. Stevens, en un análisis reciente de tenden-

cias históricas en el uso de la violencia como herramienta 
represiva por autoridades mexicanas, observa que tales prác-
ticas aún son bastante comunes a nivel local en áreas ru-
rales e incluso a nivel de gobiernos estatales en algunas par-
tes del país. Antes de la masacre de estudiantes en Ciudad 
de México, en Octubre de 1968, el uso de formas más vi-
sibles de violencia represiva por el gobierno federal estaba 
disminuyendo. Sin embargo, a partir de 1968, esta tenden- 
cia parece haberse invertido, con al patrocinio del gobierno  
a pandillas callejeras terroristas, para atacar a estudiantes 
que protestaban en la capital en Junio de 1971 y con el uso 
incrementado de "sanciones ilegales secretas, es decir, secuestros 
(de líderes de protesta) ignorados oficialmente, asesinatos 
ocasionales, exilio de individuos 'indeseables')", Ver: Evelyn 
P. Stevens, Protest and Response in Mexico (Cambridge, 
Mees., M.I.T. Press, por aparecer, Capitulo 9. Stevens presenta un 
análisis detallado de la represión gubernamental de las 
demostraciones de 1968 en el Capítulo  
6 del mismo libro. El uso de violencia de pequeña escala 
contra campesinos en áreas rurales se analiza, además, en  
J. D. Cockcroft, et al., Dependence and Underdevelopments 
Latin America's Political Economy (Garden City, N. Y.: Dou-
bleday-Anchor Books, 1972), p. 254. Cf. Fagen y Tuohy, 
Politics and Privilege in a Mexican City, p. 27. 
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60 ó 70 quedaron heridos por la policía. Este 
suceso se hizo conocido en toda la ciudad y 
creó una profunda impresión de que el  go-
bierno militar —al empujársele de manera equi-
vocada— usaría represalias40. Estos eventos, 
que fueron difundidas ampliamente en los 
medios de comunicación, han aumentado con 
creces la conciencia popular del formidable 
aparato coercitivo del gobierno que puede ser 
activado en respuesta a las protestas abiertas. 
Tal como en algunas ciudades contemporá-
neas norteamericanas, donde la protesta ha 
sido contestada con violentas acciones de las 
autoridades, tales acciones tienen mayor pro-
babilidad de reforzar tendencias hacia estra-
tegias menos agresivas de formulación de de-
mandas políticas entre los sectores de la po-
blación de bajos ingresos 41. 

Además, desde el punto de vista de los di-
rigentes comunitarios, los que de manera tí-
pica organizan los esfuerzos de formulación 
de demandas, las estrategias orientadas a la 
protesta son arriesgadas e improductivas por-
que pueden perjudicar las relaciones tipo pa- 
trón-cliente con los burócratas de gobierno o 
políticos y por cuyo establecimiento han tra-
bajado durante tanto tiempo. Las acciones 
de protesta abierta amenazan la reputación 
de estos funcionarios como "administradores 
hábiles" y, por consiguiente, sus perspectivas 
para un avance futuro dentro del régimen42. 
Cuando se ve enfrentado a semejante ame-
naza es más probable que un funcionario res-
ponda con medidas de represalia —o con sim-
ple inacción— que con una acción positiva 
respecto a las solicitudes de asistencia de la 
comunidad culpable. De ahí en adelante los 
dirigentes de la comunidad son identificados 
como alborotadores y es probable que se les 
 

40 Para un análisis adicional de este incidente, ver: Dietz, "The 
Office and the Poblador", pp. 21-24. 

41 Peter K. Eisinger, "The Conditions of Protest Behavior 
in American Cities", American Political Science Review, 67 
(Marzo, 1973), 27. Cf. Stevens, Protest and Response in 
Mexico, Capitulo 1; Rey, Politics of the Barrios of 
Venezuela, p. 81. El miedo a la coerción física y económica 
también ha deprimido la participación política entre grupos mi-
noritarios en el sur de los EE. UU. Ver el análisis empírico 
descrito en Lester M. Salamon y Steven van Evera, "Fear, 
Apathy, and Discrimination: A Test of Three Explanations  
of Political Participation", American Political Science Re- 
view, 67. (Septiembre, 1973). 

42 Fagen y Touhy, Politics and Privilege in a Mexican  
City, p. 71. 

niegue el acceso al funcionario ofendido si  
se intenta un nuevo contacto43. 

Finalmente, la eficacia demostrada de las 
estrategias de formulación de demandas con-
vencional para obtener mejoramientos comu-
nitarios,  s irve para reducir  el  atractivo de 
las tácticas de protesta,  tanto entre los di-
rigentes de la comunidad, como entre sus se-
guidores. En Ciudad de México, como en Li-
ma, las autoridades han trabajado diligente-
mente para cultivar una imagen popular de 
accesibilidad y sensibilidad frente a las ne-
cesidades de las clases bajas, aun cuando sus 
respuestas a peticiones provenientes de gru-
pos de bajos ingresos toman, más a menudo,  
la forma de afirmaciones simbólicas (por ejem-
plo, haciendo recorridos de inspección, enco-
mendando el problema entre manos a un es-
tudio técnico) que de asignaciones con be-
neficios sustantivos 44. A los peticionarias de 
barrios de bajos ingresos pocas veces se les 
niega el acceso a funcionarios gubernamenta-
les de rango más baja o mediano; y aquellos 
que han visitado una oficina de gobierno en 
su gran mayoría informan que fueron trata-
dos cortésmente y con justicia por parte de 
los funcionarios que contactaron 45. 

Más de dos tercios de los migrantes entre-
vistados en Ciudad de México y un tercio de 
los migrantes peruanos que habían participa-
do en intentos de formulación de demandas, 
informan, además, que tales tentativas fueron 
exitosas en el sentido de haber contribuido a 
la solución de algún problema comunitario. 
Otro 30% de los migrantes formuladores de 
demandas en Lima informaran que las deci-
siones sobre sus peticiones a funcionarios de 
gobierno aún estaban pendientes. El cuadro  
7 resume los resultados de los intentos de 
formulación de demandas de los residentes 
de las diez comunidades de estudio a lo lar-
go del período desde que empezaron a esta-
blecerse las comunidades, según se informó 
en entrevistas con dirigentes comunitarias. 

Aunque estos dirigentes tienen mayor proba- 
bilidad de considerar cualquier beneficio re- 

 
43 Ver Dietz, "The Office and the Poblador", pp. 16-18. 
44 Cf. Michael Parenti, "Power and Pluralism; A view 

from the Bottom", Journal of Politics, 32 (Agosto, 1970). 
520-521. 

45 Ver: Cornelius, “Impact of Governmental Performance 
on Political Attitudes and Behavior"; y Dietz, “The Office 
and the Poblador". 
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cibido por sus comunidades como el resulta- 
do de intentos de formulación de demandas 
más que de la iniciativa gubernamental, una 
investigación detallada —incluyendo entrevis- 
tas con los tomadores de decisiones guberna-
mentales relevantes— sugiere que la mayoría 
de los beneficios citados por los dirigentes 
comunitarios no habrían sido proporcionados 
en ausencia de esfuerzos de formulación de 
demandas abiertos46. 

Incluso los residentes de comunidades cu-
yas peticiones por el reconocimiento de de-
rechos de tenencia o por mejoramientos ur-
banos han fallado en producir respuestas po-
sit ivas de parte del  gobierno, están entera-
dos de que comunidades cercanas sí han sido 
favorecidas de esta manera. Estos ejemplos 
fomentan percepciones de que la estructura 
de oportunidad política es relativamente abier-
ta, eliminando así la necesidad de recurrir a 
tácticas de protesta. Es probable que los mi-
grantes residentes en los barrios de bajos in-
gresos de la ciudad sientan que trabajando 
juntos son capaces de influir sobre las deci-
siones de gobierno; y la  mayoría cree que 
puede hacer lo  a  t ravés  de  medios  conven-
cionales, no conflictivos 47. 

ESTRATEGIAS CONVENCIONALES DE  
FORMULACIÓN DE DEMANDAS 

La estrategia más comúnmente usada entre 
los migrantes pobres en Ciudad de México y 

 
46 A menos que se suponga que las comunidades incluídas 

en nuestro estudio se han beneficiado de un nivel atípica- 
mente alto de sensibilidad gubernamental, debería notarse que  
la mayoría de los beneficios que ellas han recibido son el 
resultado de experiencias difíciles y prolongadas de formula-
ción de demandas, las que a menudo se han extendido por 
más de cinco a diez años. Más aún, muchas necesidades serias 
de las comunidades han permanecido insatisfechas. Por ejem-
plo, incluso hoy, sistemas de alcantarillado en funcionamiento, 
escuelas, mercados públicos y equipamiento de salud, son ina-
decuados o inexistentes en tres de las seis comunidades de 
estudio en Ciudad de México, En algunos casos, estas necesi-
dades insatisfechas reflejan una ausencia o suspensión de es-
fuerzos de formulación de demanda por parte de los residen-
tes de la comunidad; en otros, una falta de habilidad o de 
compromiso entre los dirigentes de la comunidad ha llevado  
a negociaciones sin éxito con las autoridades. Otras necesi-
dades insatisfechas reflejan una completa falta de sensibilidad  
de los funcionarios de gobierno a los intentos persistentes de 
formulación de demandas. 

47 Cf. Alejandro Portes, "Cuatro Poblaciones: Informe preli-
minar sobre situación y aspiraciones de grupos marginados en el 
gran Santiago", Centro de Estudios Socioeconómicos de la Uni-
versidad de Chile, agoste 1969, pp. 39-39-A. 

L ima es  la  de  formar  un  comité  o  de lega-
ción de residentes de la comunidad para que 
visi ten la oficina de un funcionario de go-
bierno y presenten una solicitud formal de 
asistencia. ¿Qué tipos de funcionarios son los 
blancos primordiales de estas peticiones? En 
Ciudad de México, casi  la  mitad de los in-
tentos de formulación de demandas informa-
dos por nuestros entrevistados implicaban 
contactar algún funcionario de alto rango den-
tro del  Departamento del  Distr i to  Federal  
(D.D.F.) 48.  Otro 31% de los intentos de for-
mulación de demandas había sido dirigido 
hacia el jefe de la Oficina de Colonias, una 
dependencia del D.D.F. que tiene responsabi-
lidad primaria para los problemas de los ba-
rrios de bajos ingresos de la ciudad. Sólo un 
9% de los contactos con funcionarios —infor-
mados— involucraban a un funcionario del 
partido oficial y un 6% involucraba a un dele-
gado (funcionario de menor rango del D.D.F., 
que es nominalmente responsable de todas 
las zonas residenciales al interior de una de 
las subdivisiones políticas principales del Dis-
trito Federal).  En Lima, virtualmente toda  
la formulación de demandas de residentes de 
las comunidades de estudio ha apuntado a 
las agencias de gobierno nacional y, particu-
larmente —desde 1968—, a la Oficina Nacional 
para el Desarrollo de Pueblos Jóvenes (ON-
DEPJOV). Las autoridades del gobierno 
local y funcionarios de partidos políticos (antes 
del golpe de 1968) sólo raras veces se han 
convert ido en blancos de los  intentos de 
residentes de estas comunidades de influir  
sobre ellos. 

La elección del migrante de los blancos pa-
ra la formulación de demandas manifiesta 
una comprensión precisa de la naturaleza, al-
tamente centralizada, del proceso guberna-
mental de toma de decisiones, tanto en Méxi-
co como en Perú.  Al intentar influir  sobre 
los resultados de este proceso, tanto la efi-
ciencia como la seguridad indican que es acer-
tado buscar apoyo y decisiones lo más cerca 
del centro posible para no perder tiempo con 
aquellos que no cuentan y cuyas decisiones 
posteriores quedan derogadas" 49. 

 
48 El DDF sirve de órgano principal de gobierno local para 

Ciudad de México y su área metropolitana inmediata. 
49 Fagen y Touhy, Politics and Privilege in a Mexican City, 

p. 23; para discusiones más detalladas sobre los mecanismos y 
consecuencia del centralismo político en México, ver: Touhy. 
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Por eso los residentes de una comunidad 
de Ciudad de México que aspiran a un sis-
tema de abastecimiento de agua pueden man-
dar copias de su petición a un delegado, al 
jefe del departamento de agua de la ciudad  
y a otros funcionarios de mediano rango, pe-
ro procurarán negociar directamente con el 
gobernador del Distri to Federal  o con uno 
de sus personeros más cercanos. Ocasional-
mente también se hacen acercamientos direc-
tos a la Primera Dama o a un ayudante del 
Presidente de la República a pesar de la ra-
reza con la cual estos individuos conceden au-
diencias. Residentes de una de las comuni-
dades de estudio, ubicada justo en las afue-
ras del Distrito Federal, en el Estado de Méxi-
co,  a  menudo sacaban provecho de  las  au-
diencias públicas ofrecidas cada sábado por 
el segundo funcionario más alto del gobierno 
estatal para presentar peticiones de ayuda, 
en vez de canalizarlas a través de funciona-
rios subalternos del gobierno municipal. Por 
supuesto, que el acceso a funcionarios con 
poder político personal y autonomía de de-
cisión es más difícil de obtener; aún así es 
más probable que las retribuciones potencia-
les que emanan de contactos con tales fun-
cionarios sean mucho más sustanciales e in-
mediatas que cualquier beneficio proporcio-
nado por sus subordinados. 

Al presentar una solicitud de asistencia gu-
bernamental, los dirigentes comunitarios se 
esmeran en enfatizar la disposición de los re-
sidentes de pagar cualquier servicio que se 
les  o torgue.  ("No queremos que Uds.  nos  
'den' nada").  Como los residentes de comu-
nidades de bajos ingresos en Ciudad de Méxi-
co y Lima, de hecho, son obligados por el  
gobierno a  reembolsar  e l  costo total  de la  
instalación de servicios urbanos básicos y me-
joramientos —por lo común a través de cuo-
tas individuales de los residentes a pagarse 
en un período de cinco a diez años— puede 
presentarse evidencia de anteriores campañas 
exitosas de recolección de fondos para finan- 
 
"Centralism and Political Elite Behavior in. Mexico"; William L. 
Furlong, "Obstacles to Political Development: Case Studies of 
Center and Periphery in Northern Mexico", trabajo presentado en 
la Reunión Anual de American Political Science Association, 
Washington, D.C., septiembre, 1972; y Susan K. Purcell y John F. 
H. Purcell, "Community Power and Benefits from the 
Nation.: The Case of Mexico", en Francine F. Rabinovitz y 
Felicity M. Trueblood, eds., Latin American Urban Research, 
Volume III (Beverly Hills, Calif.: Sage Publications, 1973). 

ciar mejoramientos comunitarios, a fin de ase-
gurarle a los funcionarios el mérito crediticio 
de la comunidad. Corrientemente, también se 
ofrece mano de obra sin cargo para ayudar 
en la construcción de mejoramientos. En oca-
siones, se presentan regalos o sobornos di-
rectos en efectivo a un funcionario con el cual  
se están realizando negociaciones 50. 

Si estos y otros alicientes fracasan en pro-
ducir los resultados deseados, los formulado- 
res de demandas pueden intentar ejercer pre-
sión indirecta sobre el gobierno haciendo pú-
blicas sus necesidades a través de los medios 
de comunicación 51, Un periódico importante 
en Ciudad de México y varios diarios en Li-
ma mantienen una sección para “quejas y pe-
ticiones” dirigidas a funcionarios de gobier-
no por residentes de barrios de ingresos pre-
dominantemente bajos; y delegaciones de re-
sidentes de tales comunidades visitan con fre-
cuencia las oficinas de los periódicos para pre-
sentar copias de sus peticiones al gobierno o 
para solicitar un reportaje periodístico de la 
situación en su comunidad. Las historias re-
sultantes pueden ser muy embarazosas para 
burócratas insensibles. Otra táctica indirecta 
uti l izada en Ciudad de México implica pe-
dirles a funcionarios del partido oficial que 
intercedan ante los funcionarios gubernamen-
tales responsables para que actúen sobre sus 
peticiones. 

Las negociaciones para el reconocimiento 
oficial de los derechos de tenencia de la tie-
rra y de instalación de servicios urbanos bá-
sicos son, por lo común, bastante complejas  
y requieren frecuente atención por parte de 
los formuladores de demandas, durante un 
largo período de tiempo. Por ejemplo, en Ciu-
dad de México una decisión gubernamental 
de "regularizar" una comunidad ilegalmente 
formada debe ser seguida por una serie de 
actos gubernamentales adicionales antes que 
los derechos de tenencia individuales puedan 
considerarse garantizados. Estas acciones in-
cluyen la expropiación de la tierra, si era de 
propiedad privada antes de ser invadida; ini- 
 

50 En una de las comunidades de estudio mexicanas, un re-
sidente que no tenía otra ocupación fue "comisionado" regu-
larmente por los dirigentes comunitarios a pintar paisajes para 
presentar.los a funcionarios gubernamentales con los cuales estaban 
negociando. 

51 Cf. Peattie, The View from the Barrio, p. 75; Ray, Politics 
of the Barrios of Venezuela, pp. 96-97. 
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cio de estudios técnicos para determinar la 
factibilidad de instalar ciertos tipos de servi-
cios y mejoramientos; completación de un 
censo de ocupantes actuales del suelo dentro 
de la comunidad; subdivisión de la tierra en 
lotes asignados a residentes individuales; y 
determinación de los precios de la tierra, las 
cuotas de servicio y las condiciones de pago. 
En cualquiera de estas etapas en la “regula-
rización” de la comunidad, pueden producir-
se serias dificultades y retrasos; de ahí la ne-
cesidad de numerosas visitas de refuerzo pa-
ra controlar el progreso de las peticiones de  
la comunidad y cultivar relaciones personales 
con los funcionarios encargados 52. 

Durante este período de refuerzo, los for-
muladores de demandas sacan partido de to-
da oportunidad posible, para renovar sus pe-
ticiones. Funcionarios en visita de inspección  
a comunidades cercanas o políticos en visita 
para su campaña electoral pueden verse en-
frentados por una delegación de residentes 
de la comunidad formuladora de demandas 
para llamar su atención respecto a sus peti-
ciones. Cualquier tipo de siniestro —particu-
larmente si es de escala suficiente para ase-
gurar un reportaje de los medios de comuni-
cación— proporciona oportunidades adiciona-
les para dramatizar los apuros de los formu-
ladores  de  demandas  y  de  pres ionar  a  las  
autoridades para que éstas otorguen sus pe-
ticiones. Por ejemplo, un incendio provocado 
por el  dueño original  de la  t ierra  ocupada 
por los pobladores de Colonia Nueva en Ciu-
dad de México y a consecuencias del  cual 
murieron siete personas, facilitó mucho las 
negociaciones de esa comunidad por el reco-
nocimiento oficial de sus derechos de tenencia. 

La competencia por la atención oficial de 
muchas otras comunidades cuyas necesidades 
son igualmente agudas es, a menudo, feroz, 
pero la pura persistencia y determinación pue-
de muchas veces hacer una gran diferencia. 
Esto se aplica en particular a ciudades mexi-
canas, donde la asignación de beneficios gu- 
 

5 2  Los contactos repetidos con el mismo funcionario tam- 
bién s irven de manera importante para f i jar  en su mente la  
historia y los problemas de la comunidad que formula deman-
das, permitiéndole en lo posible distinguir más fácilmente las 
pet iciones de esa comunidad en part icular ,  por sobre aque-
llas pertenecientes a las numerosas comunidades similares que 
compiten por obtener su atención.  Ver:  Dietz ,  "The Office 
and the Poblador", p. 20. 

bernamentales a áreas de bajos ingresos no ha 
sido manejada con criterios de desarrollo ru-
tinizados y racionalistas. En su estudio sobre 
política en la ciudad de Jalapa, México, Fa- 
gen y Tuohy notaron una ausencia total de 
planificación tendiente al desarrollo del tipo 
que pudiera proporcionar criterios para reu-
nir y evaluar demandas contrapuestas sobre 
recursos escasos 53.  Casi la misma situación 
predomina en Ciudad de México, donde la 
idea de la planificación física integral, inclu-
so como una meta eventual, fue descartada 
poco después de la Segunda Guerra Mundial  
y  nunca retomada 5 4 .  Tampoco ha exist ido 
oficina alguna de gobierno en la capital que 
tenga responsabilidad en la planificación ge-
neral y en la asignación de recursos para las 
áreas de bajos ingresos de la ciudad. Estas 
condiciones se reflejan claramente en las res-
puestas, muy erráticas e idiosincráticas, da-
das por funcionarios a las peticiones desde 
barrios de bajos ingresos al interior de la ciu-
dad. El comportamiento oficial hacia astas 
comunidades ha fluctuado bruscamente des-
de una hostilidad abierta hasta la permisivi-
dad benévola con los cambios de personal de 
alto nivel del gobierno de la ciudad. Obsti-
nadas negativas de urbanizar un asentamien-
to de invasión, basadas en razones técnicas 
de que la topografía o las condiciones del 
subsuelo hacían que la instalación de servi-
cios básicos fuera prohibitivamente cara, pue-
den incluso dar paso, virtualmente, de la no-
che a la mañana, a una decisión de propor-
cionar todos los servicios necesarios. 

La ausencia de pautas formalmente esta-
blecidas por las cuales se evalúan las nece-
sidades y la disponibilidad de múltiples pun-
tos de acceso dentro de la burocracia guber-
namental, si bien brindan algunas oportuni-
dades a peticionarios de clase baja,  puede 
crear otros tipos de obstáculos especialmente 
para las comunidades de bajos ingresos cuyos 
dirigentes han fracasado en establecer co- 
 

53 Fagen y Touby, Politics and Privilege in a Mexican City, 
pp. 28-29. 

5 4  Ver :  Robert C. Fried, "Mexico Ci ty" ,  en  Wil l iam A.  
Robson  y  D. E. Regan,  eds„  Great  Ci t ies  o f  the  World  (2  
vols., 3 ed.; Beverly Hills, Calif: Sage Publications, 1972),  
p. 680 y Francine F .  Rabinovitz, "Urban Development Deci-
s i o n - M a k i n g  in the Mexican F e d e r a l  D i s t r i c t " ,  e n  P r o -
grams for Urban Development in  Latin America (Washington, 
D.C. U.S. Agency for International Development, 1965). 
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nexiones con funcionarios de alto rango. La 
particularidad del comportamiento burocrático 
"hace difícil que él (peticionario) obtenga un 
sólido compromiso por parte de alguna agen-
cia. Puede incluso encontrar difícil averiguar 
cuáles son las políticas de esa agencia, por-
que éstas pueden no existir;  puede ser que 
cada uno de varios burócratas tenga sus pro-
pias políticas mutuamente contrapuestas...  
En tal sistema es bastante cierto que un acuer- 
do con un funcionario un día no compromete  
a la agencia a ningún curso de acción espe-
cífica 55. 

Si bien los problemas de esta naturaleza no 
están completamente ausentes en el sistema 
peruano, ellos han sido minimizados por los 
esfuerzos del gobierno de implementar un 
plan piloto maestro para el desarrollo de los 
barrios de bajos ingresos de Lima. Desde prin-
cipios de la década del '60, la planificación 
física para estas zonas ha sido emprendida 
de manera regular por varias agencias del go-
bierno nacional; y desde 1968, el Gobierno 
militar ha asegurado una alta prioridad a la 
formulación y ejecución de un esquema de 
desarrollo integral para los pueblos jóvenes. 
Bajo el régimen en ejercicio, los conflictos bu-
rocráticos y las demoras con respecto a las 
peticiones de estas comunidades se han redu-
cido. El proceso mismo de formulación de de-
mandas ha sido facilitado por la concentra-
ción —efectuada por el gobierno— de la ma-
yoría de los recursos y de la autoridad asig-
nataria referentes a las necesidades de los  
pueblos jóvenes en una sola agencia, la Ofi-
cina Nacional para el Desarrollo de Pueblos 
Jóvenes (ONDEPJOV). Las diferentes oportuni-
dades y obstáculos a la  formulación de de-
mandas hechas por los migrantes pobres, ofre-
cidos por los sistemas políticos mexicanos y 
peruano, se ilustran con los estudios de ca-
sos presentados como un anexo a este trabajo. 

CONCLUSIÓN: 

Demandas Anticipatorias y "Sobrecarga" del 
Sistema debido a la Migración. 

Hemos observado que la mayoría de las de-
mandas articuladas por migrantes a la ciudad 

 
55 Peattie, The View from the Barrio, p. 89. 

conciernen a problemas muy concretos, cer-
canos al propio espacio vital del individuo. 
Pero, ¿qué pasa después que las necesidades 
más inmediatas, más locales y más agudamen-
te sentidas de los migrantes por cosas tales 
como títulos de propiedad y servicios urba-
nos básicos son satisfechas? ¿Deberíamos es-
perar alguna especie de “rebalse” de la for-
mulación de demandas hacia otras áreas, pro-
blema de importancia social y económica más 
amplia, tales como la provisión de oportuni-
dades ocupacionales o la reducción de des-
igualdades en la distribución de la riqueza 
en el país? 

Un destacado estudioso de la población ur-
bana pobre en ciudades asiáticas ha hipote-
tizado que, a medida que las condiciones eco-
nómicas y sociales en barrios de bajos ingre-
sos mejoran, habrá un vuelco en el rol de las 
asociaciones de mejoramiento comunitario des-
de "grupos de presión egoístamente indivi-
dualistas hacia núcleos más orientados al bie-
nestar general".  Sin embargo, observa que 
esto puede necesitar “una generación de ni-
ños educados, con movibilidad ascendente”, 
cuyas inquietudes se extienden más allá de 
los problemas de desarrollo de sus barrios 56. 

La actividad formuladora de demandas ob-
servada entre migrantes a Ciudad de México, 
Lima y otras ciudades latinoamericanas im- 
portantes presta escaso apoyo a tales expec-
tativas. Después de varias décadas de migra-
ción en gran escala a esas  ciudades, la for-
mulación de demandas por residentes de co-
munidades pobladas en su mayor parte con 
migrantes de bajos ingresos o por su descen-
dencia, permanece confinada a necesidades 
altamente locales, de pequeña escala 57.  Más 
aún, los niveles de formulación de demandas 
tienden a decaer agudamente dentro de esas 
comunidades una vez que se ha confirmado  
la seguridad de tenencia de la tierra y los 
 

56 Laquian, "Slums and Squatters in South and Southeast 
Asia", pp. 199-200. 

57 Datos del estudio en Ciudad de México también indican 
que es menos probable que los hijos adultos de migrantes a  
la ciudad se comprometan en la formulación de demandas y 
otras formas de participación política como lo hacen sus pa-
dres. Ver: Wayne A. Cornelius, "The Cityward Movement: 
Some Political Implications", en Douglas A. Chalmers, ed., 
Changing Latin America: New Interpretations of Its Politics 
and Society (New York: Academy of Political Science, Columbia 
University, 1972), pp. 38-39. 
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servicios urbanos básicos han sido instala-
dos 58.  En muchos casos, las organizaciones 
para el mejoramiento comunitario han sido 
creadas únicamente con el propósito de ne-
gociar por títulos de propiedad o algún otro 
beneficio especifico. Una vez cumplido este 
propósito, las organizaciones perdieron su rai-
son d'etre y se desintegraron rápidamente. Hay 
escasos ejemplos de organizaciones comuni-
tarias, cuya función original estaba estrecha-
mente definida y que, posteriormente, evolu-
cionaron a grupos con propósitos más gene-
rales. 

Al estimar el impacto potencial de la mi-
gración hacia la ciudad sobre la formulación 
de demandas, dirigida a los gobiernos local  
y nacional, es también importante tomar en 
consideración el alcance limitado de la activi-
dad de formulación de demandas a la  cual 
es probable que se dediquen. Los intentos de 
agregar demandas entre comunidades en las 
cuales los migrantes fijan su residencia son 
casi inexistentes, como lo son los intentos de 
tales comunidades de influir sobre el conte-
nida o la escala de las políticas y programas 
de gobierno 59. Las organizaciones basadas en 
la comunidad pueden negociar por el recono-
cimiento gubernamental de los derechos de 
tenencia de la tierra de sus miembros, pero 
casi nunca buscan alterar las políticas de go-
bierno relativas al uso del suelo o la legaliza-
ción de los asentamientos de invasión, en ge- 
 

58 Ver, por ejemplo: Goldrich, “Political Organization", 
pp. 186-187. 

59 A menudo este patrón es reforzado por agencias de ur-
banización públicas y privadas que operan en asentamientos  
de bajos ingresos. Tales agencias fomentan la percepción del 
asentamiento como una entidad aislada del resto de la ciudad  
en la cual está localizado, con problemas y soluciones parti-
culares a ese asentamiento. Comentando sobre las actividades 
de "desarrollo comunitario" y sobre los trabajadores sociales  
en asentamientos de invasión de Lima, Perú, un investigador 
observa que relacionando el asentamiento con una realidad 
social más amplia, tales trabajadores podrían capacitar a los 
residentes, para comprender que los problemas experimentados 
por su comunidad (por ejemplo: "inseguridad de tenencia de  
la tierra") son causados por problemas básicos a nivel de la 
ciudad o nacional (por ejemplo, desigualdades en el sistema 
de tenencia de la tierra). En vez de ello, tienden a definir 
los problemas enfrentados por un asentamiento en términos al- 
tamente locales, así "asegurando… que la organización de los 
residentes se verá limitada a una formulación de demandas 
centrada únicamente en intereses inmediatos específicos (de 
esa comunidad)" (Rodríguez, "De Invasores a Invadidos", 
pp. 113, 130-131). 

neral60. De esta manera, la mayor parte de  
la formulación de demandas por parte de mi-
grantes a la ciudad —de bajos ingresos— re-
presenta un intento de influir sobre el proce-
so gubernamental de toma de decisiones por 
el lado del "out-put" (implementación de po-
líticas) más que por el lado del "input" (for-
mulación de políticas) 61. 

 
60 Ver: Huntington y Nelson, "Participation Patterns in 

Modernizing Societies", Capítulo 6. En las ciudades latino-
americanas, incluso aquellas organizaciones o movimientos 
cuyos adherentes provienen de varias comunidades de ba-
jos ingresos, comúnmente dejan de hacer demandas genera-
les al sistema político. Un excelente ejemplo de este fenó-
meno lo da el Comité del Pueblo, un movimiento social or-
ganizado con la ayuda de estudiantes universitarios en Qui- 
to, Ecuador. A principios de 1973, el movimiento pretendió 
tener un número de miembros equivalente al diez por ciento 
de la población de la ciudad con capítulos en otras ciuda-
des, y que era capaz de movilizar suficientes personas como 
para llenar el estadio de la Universidad de Quito para sus 
reuniones semanales. La preocupación fundamental de este  
movimiento es la obtención de terrenos para asentamientos de 
familias de bajos ingresos. Sus dirigentes se han concentrado 
en demandar un gran terreno en el cual se pudiera asignar 
lotes a sus seguidores para la construcción de viviendas 
individuales. La especulación galopante con la tierra y otras 
distorsiones sistemáticas del mercado del suelo de la 
ciudad, las que restringen severamente la cantidad  
de suelo disponible para asentamientos de bajos ingresos, no 
han generado demandas por algún tipo de reforma del sue- 
lo urbano que afronte el problema a nivel de toda la ciudad. 
Agradecemos a Lisa R. Peattie por este ejemplo (comuni-
cación personal, 4 de mayo, 1973). Una de las pocas ex-
cepciones latinoamericanas a este patrón, fue la "Marcha  
de las Barriadas" de 1968, un movimiento de protesta di-
rigido a la obtención de títulos de propiedad para todos los 
residentes de asentamientos de invasión de Lima, Perú. Ver: 
Maruska, "Government Policy and Neighborhood Organiza-
tions", pp. 40-14. 

61 Aunque carecemos de datos específicos sobre este pun- 
to, podría sostenerse que su comportamiento está condiciona-
do de manera importante por el reconocimiento de la baja 
receptividad de los funcionarios públicos para influir sobre  
los intentos por el lado de los "imputs" del proceso de toma  
de decisiones. Como Robert Scott ha observado recientemen- 
te. "El sistema político actual de México está basado en 
un patrón de peticiones y no en un proceso de negociación.  
La mayoría de los ciudadanos aún visualizan al gobierno (o 
más precisamente a algún individuo, en particular, el Presi-
dente) como dispensando favores a un peticionario a título 
personal o paternalista, más que como un mecanismo que 
implementa decisiones de política alcanzadas por mi pro-
ceso legal analizado de dar y recibir entre intereses com-
petitivos. Lo mismo ocurre con los funcionarios de partidos  
y de gobierno", Robert E. Scott, "Politics in Mexico", en 
Gabriel A. Almond, ed., Introduction to Comparative Politics 
(Boston: Little, Brown, por aparecer). Casi lo mismo podría 
decirse del modo en que ha operado el sistema político pe-
ruano, tanto bajo el régimen militar en ejercicio, como en el  
de sus predecesores civiles. Ver: Sara Michl, "Urban Squatter 
Organization as a National Government Tool: The Case of 
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Estas observaciones son bastante consisten-
tes con aquellas de los estudiantes de la po-
blación urbana pobre en los Estados Unidos, 
quienes a menudo hacen hincapié en las di-
ficultades para organizar a los pobres en tor- 
no a problemas de política más amplios 62. 

Aún así, existen unos pocos casos latinoame-
ricanos de grupos urbanos de bajos ingresos 
que representan excepciones importantes a es- 
te patrón general, hasta el punto que se han 
entregado de tiempo en tiempo a intereses que 
sobrepasan sus necesidades inmediatas y lo-
cales de tenencia de la tierra y servicios bá-
sicos. Estos incluyen un número sustancial de 
asentamientos de invasión (“campamentos”) 
en ciudades chilenas que fueron organizados 
por miembros de la extrema izquierda (MIR, 
Movimiento de Izquierda Revolucionaria, y 
MAPU, un partido que nació en 1969 de una 
 
Lima, Perú, en Francine F. Rabinovitz y Felicity Trueblood, 
eds., Latin American Research Volume (Beverly Hills,  
Calif.: Sage Publications, 1973); y Maruska, "Government 
Policy and Neighborhood Organizations", pp. 98-113. 

62 Ver por ejemplo: Arthur Hillman y Frank Soever, "Ele-
ments of Community Organization", en Fred M. Cox, et al., 
eds., Strategies of Community Organization (Itasca, 111.: 
Peacock, 1970), pp. 284-285; Ralph M, Kramer, Participation 
of the Poor (Englewood Cliffs, N.J.: Prentice-Hall, 1969), 
pp. 235-237; y John D. Hutcheson, Jr., y Frank X. Steggert, 
Organized Citizen Participation in Urban Areas (Atlanta, Ga.: 
Center for Research in Social Change, Emory University, 
1970), passim. El presente estudio, sí indica, sin 
embargo, que los migrantes de bajos ingresos en Ciudad de 
México y Lima, poseen una mayor capacidad de organizarse para 
la formulación de demandas respecto a necesidades y proble-
mas específicos de la comunidad, que lo que se ha observado 
a menudo entre la población urbana pobre de los Estados 
Unidos. Por ejemplo, se puede contrastar la argumentación 
precedente respecto de las habilidades y experiencia en la 
formulación de demandas entre residentes de las co-
munidades incluidas en este estudio, con la siguiente des-
cripción sacada de un estudio de asociaciones vecinales de 
automejoramiento en ciudades norteamericanas durante la dé-
cada del '60: "Ellos no habían desarrollado metas claras. 
Las entrevistas con miembros de clubes, así como también 
con los organizadores comunitarios, indicaron que la mayoría 
de estos miembros no tenía concepción alguna del  t ipo de 
actividades necesario para presionar agencias guberna-
mentales o comerciales,  y menos aún de cómo organizar e 
implementar tales actividades. Aparentemente carecen del 
conocimiento de cómo tratar efectivamente las fuentes de in-
satisfacción. Incluso las metas muy pequeñas y limitadas del 
club,  rara vez son logradas Los retiros son frecuentes 
... (El intento) de crear asociaciones vecinales locales  
de automejoramiento a través de los esfuerzos de un or-
ganizadar de la comunidad nativo… fue un fracaso". Ver: 
Walter Cove y Herhert Costner, "Organizing the Poor: An 
Evaluation of a Strategy", Social Science Quarterly, 50 (Di-
ciembre, 1969), 643-656. 
 

división del Partido Demócrata Cristiano) y 
algunos elementos de los partidos Socialista  
y Comunista. Otro caso es el de algunos ba-
rrios cubanos donde los residentes han sido 
organizados en Comités para la Defensa de la 
Revolución 63. 

Mientras que los Comités cubanos a me-
nudo han servido fundamentalmente como 
instrumentos de control político de "movili-
zación popular" en apoyo al régimen, las or-
ganizaciones de los campamentos de invasión 
en Chile estuvieron ostensiblemente dirigi-
das a estimular la formulación de demandas 
basada en percepciones de intereses y de so-
lidaridad de clases. Eran considerados por 
SUS organizadores como "instrumentos de edu-
cación política" los que estimularían deman-
das por beneficios gubernamentales que van 
mucho más allá que los títulos de propiedad  
y servicios comunitarios. 

Durante el gobierno marxista en Chile en-
tre 1970-73, delegaciones de residentes de 
los campamentos en Santiago y otras ciuda- 

 
63 Respecto a los campamentos chilenos, ver: James F. Po-

tras, "Chile: Nationalization, Socioeconomic Change, and Po- 
pular Participation", trabajo presentado en la Reunión Anual  
de la American Political Science Association, Washington, 
D.C., Septiembre, 1972; Vanderschueren, "Political Signifi-
cance of Neighborhood Committees", pp. 281-282; Equipo de 
Estudios Poblacionales del CIDU:, "Pobladores y adminis-
tración de justicia", "Revista Latinoamericana de Estudios 
Urbano Regionales, 3, No 5 (Julio, 1972), 135-148; Equipo 
de Estudios Poblacionales del CIDU, "Reivindicación urbana y 
lucha política: Los campamentos de pobladores en Santiago 
de Chile", Revista Latinoamericana de Estudios Urbano y Re-
gioneles, 2, No 6 (Noviembre, 1972), 55-81; y los siguien-
tes artículos que aparecen todos en la Revista Latinoamerica-
na de Estudios Urbano y Regionales, 3, No 7 (Abril, 1973): 
Manuel Castells, "Movimiento de Pobladores y lucha de cla-
ses en Chile", pp. 9-35; Luis Alvarado, et al., "Moviliza-
ción social en torno al problema de la vivienda", pp. 37-70; 
Santiago Quevedo y Eder Sader, "Algunas consideraciones  
en relación a las nuevas formas de poder popular en po-
blaciones", pp. 71-81; Jorge Fiori, "Campamento Nueva La 
Habana: Estudio de una experiencia de autoadministración  
de justicia", pp. 84-101; e Ignacio Santa María, "El desarro- 
llo urbano mediante los 'asentamientos espontáneos': El caso 
de los “campamentos” chilenos", pp. 103-112. El siguiente 
análisis de la formulación de demandas de los residentes de 
campamentos está basado primordialmente en estas fuentes  
y en información adicional proporcionada gentilmente por Ri-
chard R. Fagen. Sobre organización política de barrios de 
bajos ingresos en La Habana, Cuba, ver: Douglas Butter-
worth, "Cross Roots Political Organizations in Cuba: The Case  
of the Committees for the Defense of the Revolution", en 
Wayne A. Cornelius y Felicity M. Trueblood, eds., Latin 
American Urban Research Volume IV (Beverly Hills, Calif.: 
Sage Publications, 1974). 
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des llevaron a cabo numerosas "tomas" —usur-
paciones u ocupaciones transitorias— de edi-
ficios de gobierno (incluyendo ministerios), 
calles y otras instalaciones públicas para obli-
gar a los funcionarios a recibir y atender las 
demandas de asistencia. Aun cuando muchos 
—quizás una mayoría— de estos casos de ac-
ción directa fueron motivados por la  nece-
sidad de los asentamientos de sistemas de 
agua y alcantarillado, escuelas, servicios de 
salud y otros mejoramientos locales, otras "to-
mas" se organizaban para protestar por pre-
cios altos, escasez de alimentos y otras es-
pecies y por el desempleo. Algunos campa-
mentos en Santiago también organizaron co-
mités, a fin de buscar empleos para residen-
tes cesantes por medio de contactos conven-
cionales con políticos y burócratas de gobier-
no. En suma, los organizadores de estas co-
munidades llamaron la atención de los resi-
dentes sobre una variedad de problemas de 
gran escala, los que se manifiestan concreta-
mente a nivel de la comunidad, mientras los 
alentaban a visualizar estos problemas como 
de alcance, origen e importancia nacional. 
Quizás sea aún más importante que el régi-
men de Allende adoptara una postura, en ge-
neral, permisiva hacia la formulación de de-
mandas de los pobres, sin perjuicio de la ma-
teria de las demandas o de las tácticas em-
pleadas para articularlas. Ocasionalmente las 
autoridades tomaron represalias en contra de 
pobladores implicados en una "toma" con ga-
ses lacrimógenos y arrestos, pero en general, 
este tipo de actividad formuladora de deman-
das fue tolerada bajo el régimen de la Uni-
dad Popular y las negociaciones resultantes  
a menudo produjeron soluciones rápidas y 
aceptables para los problemas en cuestión, o 
por lo menos, para sus manifestaciones loca-
les. 

El caso de Chile bajo Allende sugiere que 
si los migrantes u otros elementos de la po-
blación urbana pobre en ciudades latinoame-
ricanas deben entregarse sustancialmente a 
cualquier tipo de actividad formuladora de 
demandas que va más allá que la relaciona-
da con problemas inmediatos y específicos 
de esa comunidad, esto solamente ocurrirá 
como resultado de una movilización intensi-
va y constante dirigida por líderes de grupos 
políticos externos a las comunidades de ba-
jos ingresos mismas. Más aún, esta movili- 
 

zación debe ocurrir en el contexto de un me-
dio político nacional que sea sustentador de 
la formulación de demandas agresivas de gru-
pos de bajos ingresos, en un amplio campo 
de áreas problema. Es probable que las de-
mandas que conciernen a necesidades no lo-
cales sean formuladas por residentes de co-
munidades de bajos ingresos solamente cuan-
do sientan que el riesgo de represión violen- 
ta de parte de las autoridades es mínimo y 
que la probabilidad de obtener algún alivio 
para sus agravios es bastante alta. La canti-
dad de tiempo y energía involucrado en ha-
cer peticiones a los funcionarios públicos es 
demasiado grande para derrocharlos en ma-
terias que no son consideradas por el gobier-
no como objetos legítimos de formulación  
de demandas de los pobres. Encontramos que, 
en general, los residentes de nuestras comu- 
nidades de estudio son bastante astutos y rea-
listas en su apreciación de la sensibilidad de 
los funcionarios públicos hacia las solicitudes 
por varios tipos de asistencia. En la ausencia 
tanto de esfuerzos externos de movilización, 
como de percepciones de la receptivilidad 
gubernamental a la formulación de demandas 
no-local "basada en clases" o entre comuni-
dades, el potencial para tal actividad entre 
los migrantes pobres seguirá siendo muy ba-
jo 64. 

 
64 Los obstáculos a la formulación de demandas de mi-

grantes de bajos ingresos, basada en la percepción de inte-
reses de clase son múltiples, pero quizás los más importan-
tes derivan de la extrema heterogeneidad ocupacional de la 
población migrante y de su concentración dentro del sec-
tor terciario de la economía urbana. Para un análisis de 
estos y otros factores que inhiben la formulación de deman-
das basada en intereses de clase hechas por los pobres en 
ciudades latinoamericanas contemporáneas, ver: Daniel Gol-
drich, "Toward the Comparative Study of Politicization in 
Latin America", en Dwight B. Heath y Richar N. Adams, 
eds., Contemporary Cultures and Societies of Latin America 
(New York: Random House, 1965), pp 368-371; Alaine 
o Touraine y Daniel Pécaut, "Working-Class Consciousness and 
Economic Development in Latin America", Studies in Com-
parative International Development,  3,  N o  4 (1967-68);  
Pablo González Casanova, "Dynamics of the Class Structu-
re", en Joseph A. Kahl, ed., Comparative Perspectives on 
Stratification (Boston: Little, Bronwn, 1968), pp. 76-80; 
James F. Petras, Politics and Social Structure in Latin Ame- 
rica (New York: Monthly Review Press, 1970), pp. 13-23; 
Roger Hamburg, "Urbanization, Industrialization, and Mo-
dernization in Latin America: Soviets Views", Studies in Com-
parative Communism, 5 (Primavera, 1972), 18-19; y Hun-
tington y Nelson, “Participation Patterns in Modernizing 
Societies", Capítulo 6. Ver también Richard Sandbrook, 
"The Working Class in the Future of the Third World", 
World Politics, 25 (julio, 1973), 448-478. 
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La evidencia de Ciudad de México y de 
Lima presentada en este trabajo indica que 
los migrantes —de bajos ingresos— a estas 
ciudades no deben ser considerados como un 
sector "no demandante" de la población, aun 
cuando la formulación de demandas a la cual 
se entregan es considerablemente menos fre- 
cuente que lo que a menudo se ha supuesto.  
Sin embargo, las demandas que hacen al sis-
tema político siguen siendo altamente loca-
les y limitadas en su alcance. Son los tipos de 
demandas que pueden ser satisfechas más 
fácilmente por las autoridades en ejercicio  
sin cambios fundamentales en prioridades gu-
bernamentales o patrones de asignación de 
recursos. Un sistema político en el cual la 
mayor parte de la participación de la pobla-
ción urbana pobre es confinada a la acción 
de contactar funcionarios respecto a necesida-
des relativas a la comunidad es un sistema 
que tiende hacia la preservación del orden 
socio-político básico. 

"Presiones que de otro modo podrían to-
mar una forma colectiva y ser dirigidas ha-
cia las etapas iniciales de la formulación de 
políticas o de la composición del gobierno 
mismo, son desviadas en demandas discre-
tas, separables y de pequeña escala, las que 
pueden ser satisfechas total o parcialmente o, 
rechazadas una por una. Incluso donde hay 
una alta incidencia de organización vecinal...  
la naturaleza esporádica de la acción colec-
tiva independiente de pequeña escala signi-
fica que es probable que solamente una frac-
ción de todas las asociaciones presione por 
asistencia al mismo tiempo" 65. 

La rápida urbanización ha aumentado, sin 
duda,  la  f recuencia  de  formulación de  de-
mandas entre las poblaciones de ciudades de 
América Latina y otras del Tercer Mundo. 
Pero las visiones apocalípticas de demandas 
populares  que crecen de  la  noche a  la  ma-
ñana amenazando dominar y desestabilizar el 
sistema político al continuar el proceso de la 
urbanización son claramente prematuras, si no 
por completo infundadas. La mayoría de las 
demandas al gobierno que se originan por la 
redistribución a gran escala de población des- 
de áreas rurales a urbanas son las menos pro- 

 
65 Huntington y Nelson, "Participation Patterns in Mo-

dernizing Societies", Capitulo 6. 

bables de alterar una distribución desigual 
del poder y de los privilegios en una sociedad. 

A N E X O  

ESTUDIO DE CASOS DE FORMULACION 
DE DEMANDAS HECHA POR LOS MI- 

GRANTES POBRES EN CIUDAD DE  
MEXICO Y LIMA * 

I.  CIUDAD DE MEXICO: LA "REGULARIZACIÓN" DE 
COLONIA MILITAR 

La dinámica del proceso de formulación de 
demandas, anteriormente descrito, así como al-
gunos de los factores principales que afectan los 
resultados de los intentos de formulación de de-
mandas, están bien ilustrados por las experien-
cias de una de las comunidades de investigación 
de Ciudad de México, para conseguir el recono-
cimiento oficial de sus derechos de tenencia de  
la tierra. El terreno ocupado por los residentes 
de Colonia Militar había sido anteriormente lu-
gar de explotación comercial de un arenal ubi-
cado en la periferia oeste del Distrito Federal. 
Una vez agotados los depósitos minerales, el te- 
rreno fue vendido al Ministerio de Defensa Na-
cional, el cual tenía la intención de ocuparlo 
para la ampliación de una base militar cercana. 
Pero los planes de los militares nunca se lleva-
ron a efecto, y el control del terreno pasó a 
manos del Ministerio del Patrimonio Nacional; 
agencia responsable del uso del suelo federal. 

La disponibilidad de tierra no urbanizada pa-
ra establecerse atrajo la atención de un joven 
oficial militar, el Mayor Rodríguez, quien esta-
ba apostado en la base militar adyacente. A prin-
cipios del año 1952, Rodríguez comenzó a orga-
nizar a un grupo de compañeros oficiales, para 
 

* Estos estudios están basados en entrevistas personales 
extensas con dirigentes de dos de las comunidades estudia-
das. Sus relatos fueron corroborados mediante entrevistas a 
funcionarios de gobierno, con los cuales habían interactua-
do documentos de gobierno relevantes, copias de peticio-
nes y correspondencia en manos de los dirigentes comuni-
tarios y artículos publicados en varios periódicos, durante  
el período posterior al primer establecimiento de cada co-
munidad. Se usan pseudónimos para identificar a todos los 
dirigentes comunitarios mencionados en los estudios de ca-
sos. 
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invadir el terreno. Este grupo pronto se amplió 
para incluir a parientes civiles de los militares  
y a otras personas interesadas, incluyendo un 
número de maestros, policías y empleados de 
oficinas. Sin embargo, el grueso del grupo de 
invasión estaba constituido por familias de ba-
jos ingresos, la mayoría de las cuales había mi-
grado a Ciudad de México desde áreas rurales  
y ocupado viviendas arrendadas en otras par-
tes de la ciudad. Los presuntos invasores se reu-
nieron con frecuencia durante dos años, con el 
fin de tramar una estrategia para ocupar el suelo 
"descubierto" por el Mayor Rodríguez. Cada 
miembro del grupo de invasión le compró a Ro-
dríguez un "permiso" para ocupar sitios en el 
futuro asentamiento. Alrededor de 700 familias 
participaron en la invasión del terreno, realiza- 
da rápidamente en junio de 1954. 

Desde el principio de la invasión, los dirigen-
tes de Colonia Militar buscaron infundirle una 
imagen de permanencia y de orden, como una 
defensa frente a intentos de desalojamiento por 
parte del gobierno. "No queríamos crearle pro-
blemas al gobierno", recordó uno de los pobla-
dores punitivos, "ni darles un pretexto para 
echarnos del terreno". El acceso al asentamien- 
to fue cuidadosamente restringido durante la or-
ganización del grupo de invasión y también des-
pués de la invasión, mediante el recurso de per-
misos de ocupación de la tierra. Los dirigentes 
procuraron excluir a los "indeseables" a quienes 
definieron, ya sea como personas con antece-
dentes criminales o bien como aquellos que ca-
recían del ingreso suficiente para la construc-
ción de una vivienda permanente dentro de un 
plazo relativamente corto. El reclutamiento se-
lectivo de los pobladores también fue útil para 
proporcionar una fuente de expertos técnicos que 
ayudaran en el desarrollo de la comunidad. En-
tre quienes fueron autorizados para ocupar si-
tios en el asentamiento recién formado, estaban 
un ingeniero, el que supervisó el trazado de las 
calles y de los sitios individuales, y un médico, 
el que asesoró a los pobladores sobre métodos 
de eliminación de basura y otras medidas de 
salud pública. 

Mucha atención cuidadosa fue dedicada a los 
esfuerzos del autoayuda comunitaria durante los 
cinco primeros años que siguieron a la invasión.  
Los oficiales militares trajeron maquinaria pe-
sada para nivelar el suelo y las calles. Puesto 
que las chozas hechas de cartón u otros mate-
riales provisorios estaban prohibidas, la cons- 
 

trucción de viviendas de bloques de cemento o 
de ladrillo se inició casi inmediatamente. Tam-
bién se instalaron pozos sépticos. Los residentes 
proporcionaron tanto trabajo, como dinero, para 
la construcción de una escuela primaria, una 
iglesia y un pequeño parque público. También 
contribuyeron con 300 pesos por familia, para 
financiar la instalación de un sistema regular 
de suministro de electricidad. Las calles y los si-
tios vacantes se mantuvieron limpios, sin basura.  
Las tabernas, casas de prostitución y otros "cen-
tros del vicio" fueron prohibidos. Aun cuando 
muchas de estas prácticas y proyectos de auto- 
ayuda producían un mejoramiento de las condi-
ciones de vida para los pobladores, también te-
nían por objeto darles evidencia a los funcio-
narios de gobierno sobre el potencial de la co-
munidad para un desarrollo posterior. 

Ninguna tentativa inmediata de desalojamien-
to siguió a la formación de Colonia Militar, pro-
bablemente porque el terreno invadido era suelo 
federal, sin urbanizar y no era de propiedad 
privada. Sin embargo, aún existían amenazas im-
portantes para la supervivencia de la comuni-
dad. Ella estaba virtualmente rodeada por áreas 
residenciales de clase alta, cuyos residentes co-
menzaron a presionar al gobierno, para impedir 
la aparición de un asentamiento de invasión per-
manente, casi literalmente en sus puertas. La or-
ganización de mejoramiento de la comunidad, 
encabezada por el Mayor Rodríguez, inició en 
1955 las negociaciones para el reconocimiento 
por parte del Gobierno de sus derechos de te-
nencia. Delegaciones de residentes de la comu-
nidad fueron enviadas a visitar a funcionarios del 
Ministerio del Patrimonio Nacional, y también al 
Gobernador del Distrito Federal, Ernesto P. Uru-
churtu. La indiferencia de Uruchurtu frente a las 
necesidades de los barrios de la ciudad de bajos 
ingresos, y su hostilidad declarada hacia los asen-
tamientos formados a través de "tomas" de te-
rrenos, eran ampliamente conocidos. Muy luego 
llegó a ser considerado por los residentes de Co-
lonia Militar, como su mayor enemigo. El Gober-
nador Uruchurtu sostenía que la legalización de  
la comunidad tendría que ser negociada con el 
Ministerio del Patrimonio Nacional; sin embar-
go, informó abiertamente a los peticionarios que 
aun cuando estas negociaciones tuvieran éxito, él  
se negaría a extenderle servicios básicos a la co-
munidad. 

La oposición de Uruchurtu y de funcionarios 
del Ministerio del Patrimonio Nacional a recono- 
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cer los derechos de tenencia en Colonia Militar, 
fue citada por el Mayor Rodríguez y sus aliados, 
como un obstáculo insuperable a la solución de 
su problema. Después de casi cinco años, duran-
te los cuales no hubo ningún progreso visible 
hacia la legalización, un grupo de residentes in-
satisfechos comenzó a investigar la situación. Se 
descubrió que el mismo Rodríguez había suspen-
dido sus negociaciones con el gobierno, cubrien-
do sus huellas con documentación fraudulenta so- 
bre las actividades de petición y con informes 
regulares sobre el “progreso” de las negociacio-
nes, entregados en reuniones públicas de la or-
ganización de mejoramiento. El Mayor Rodríguez 
tenía intereses creados en mantener el estado de 
ilegalidad dentro del cual vivía la comunidad. 
Mientras prevaleciera esa situación, era libre de 
continuar traficando con los terrenos dentro de 
la comunidad, a través de venta de permisos 
de ocupación, los que habían subido de un pre-
cio de 7 pesos en el tiempo de la invasión a 
más de 10.000 pesos en 1960. En una reunión 
culminante exigida por los pobladores disiden-
tes, Rodríguez fue denunciado y acusado de frau-
de en su representación de la comunidad por un 
representante de gobierno convocado a la reu-
nión. (Posteriormente fue condenado por la ex-
plotación ilegal de la propiedad federal y confi-
nado a una prisión militar por varios meses.) Es- 
tos acontecimientos llevaron a la creación de una 
nueva organización comunitaria, cuyos miembros 
reanudaron de inmediato las negociaciones para 
la legalización y la asistencia gubernamental en  
el desarrollo de la comunidad. 

En esta segunda vuelta de negociaciones, se 
abordó a un conjunto diferente de funcionarios 
de gobierno. Como el Gobernador Uruchurtu 
permanecía intransigente en su oposición a la 
legalización y la urbanización de la comunidad, 
debían buscarse aliados dentro del Ministerio del 
Patrimonio Nacional, y otras agencias guberna-
mentales. Un joven profesor escolar, Juan Ortiz, 
que residía en la comunidad y que servía de Di-
rector Juvenil para el P.R.I. en el Distrito Federal, 
dio la clave para desarrollar las conexiones ne-
cesarias con esos funcionarios. El señor Ortiz se 
hallaba entre las amistades personales del indi-
viduo que luego se convertiría en Diputado Fe-
deral (Congresal) por el Distrito en el cual es-
taba localizada Colonia Militar. Esta amistad fue 
explotada para establecer contactos con funcio-
narios del Ministerio del Patrimonio Nacional y 
con Alfonso Corona del Rosal, ex militar, quien 
 

por ese entonces servía de jefe nacional del par-
tido de gobierno. El interés del amigo del señor 
Ortiz por los problemas de Colonia Militar ha-
bía sido fortalecido por un ofrecimiento de apo-
yo de la comunidad a su nominación como can-
didato del P.R.I. al Congreso. "Se trata de 
política", lamentaba un dirigente comunitario, 
“pero era necesario” a fin de conseguir ayuda en las 
negociaciones, para la legalización. 

La intervención del congresal en estas nego-
ciaciones llegaría a ser decisiva. En varias oca-
siones, él actuó como intermediario entre los re-
sidentes de la comunidad y los burócratas de go-
bierno, ya sea dirigiéndolos hacia los funcionarios 
adecuados o bien acompañándolos a las oficinas 
gubernamentales a presentar peticiones. Mien-
tras tanto el señor Ortiz había sido promovido  
al cargo de Director Juvenil Nacional para el 
P.R.I., y como tal estaba en una posición aún me-
jor para pedir favores al jefe del partido, Corona 
del Rosal. La modalidad de ascenso del mismo 
Corona en su carrera, también fue de gran bene-
ficio para el destino de la comunidad. Pronto 
pasó a ser titular del Ministerio del Patrimonio 
Nacional, el que se había convertido en el blan-
co principal de los intentos de formulación de 
demandas de la comunidad. Durante este perío-
do, delegaciones de residentes de la comunidad 
visitaban el Ministerio u otras oficinas guberna-
mentales, cada semana, para convencerlos de to-
mar acción respecto a sus peticiones. 

A solicitud del congresal que había amparado 
a la comunidad, Gustavo Díaz Ordaz efectuó una 
visita a Colonia Militar durante su campaña por  
la presidencia en 1964. En el transcurso de esta 
visita, Díaz Ordaz recibió peticiones por la le-
galización y urbanización de la comunidad y  
su discurso al grupo de residentes incluyó una 
promesa de ayuda una vez que asumiera el man-
do. 

La destitución del Gobernador Uruchurtu por 
Díaz Ordaz en 1966, en parte como respuesta al 
furor público creado por haber intimidado con 
amenazas a un asentamiento de invasión en otra 
parte de la ciudad, significó un toque final de 
buena suerte para la comunidad. Uruchurtu fue 
reemplazado por el protector más importante de 
Colonia Militar, Alfonso Corona del Real. Co-
rona visitó la comunidad poco después de con-
vertirse en Gobernador del Distrito Federal, y 
algunas semanas más tarde se promulgó un de-
creto presidencial que legalizaba a la comuni- 
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dad. Una vez conseguida la legalización, los re-
sidentes de la comunidad continuaron sus ne-
gociaciones con funcionarios del Departamento 
del Distrito Federal, para la instalación de ser-
vicios básicos y mejoramientos; pero esta tarea 
se volvió mucho más fácil por la aparente buena 
voluntad de Corona, para introducir todos los 
servicios que fueran necesarios. Con excepción 
de una pequeña zona que se extiende más allá 
del límite del Distrito Federal con el Estado de 
México la completa urbanización de la comu-
nidad se logró dentro de un período de 15 me-
ses, entre 1966 y 1967, incluyendo la instala-
ción de un sistema de alcantarillado, agua po-
table para las viviendas individuales, veredas y 
calles pavimentadas. 

* * * 

El éxito eminente de los esfuerzos de formu-
lación de demandas de Colonia Militar represen- 
ta una rara convergencia de una serie de fac-
tores: reclutamiento selectivo de pobladores, li-
derazgo efectivo (aunque retardado), esfuerzos 
sustanciales de autoayuda, y excelentes conexio-
nes con políticos y funcionarios de gobierno de 
alto rango. En parte como resultado de estas 
ventajas, la hostilidad de los vecinos de clase al- 
ta de la comunidad nunca se tradujo en una ac-
ción gubernamental, para obtener su traslado. 
Más aún, los problemas más urgentes de la co-
munidad fueron resueltos en un plazo relativa-
mente corto, una vez que se emprendieron serias 
negociaciones. No debe suponerse que todos los 
factores mencionados arriba deben estar presen-
tes en una comunidad de bajos ingresos, para 
asegurar el éxito de sus intentos de formulación 
de demandas; pero las experiencias de otras co-
munidades incluidas en el presente estudio, que 
han perseguido las mismas metas que Colonia 
Militar con mucho menor éxito, sugieren que 
cuando la mayoría de estos factores están au-
sentes, la asistencia gubernamental no será lo-
grada. 

El caso de Colonia Militar ilustra en particu-
lar la importancia de tener estrechas relaciones, 
altamente personalizadas, con los principales to-
madores de decisiones de gobierno. Aunque los 
dirigentes de la mayoría de las comunidades de 
bajo ingreso en Ciudad de México, buscan esta-
blecer relaciones de tipo patrón-cliente, rara vez 
obtienen tanto éxito en este sentido, como aque-
llos de Colonia Militar. Y las relaciones de clien- 
tela que establecieron se volvieron más produc- 
 

tivas que lo común por el elemento de azar: los 
protectores de la comunidad fueron ascendidos a 
posiciones de autoridad directamente relevantes,  
a la satisfacción de sus necesidades. 

II .  LIMA: LA CONSOLIDACIÓN  
DE PRIMERO DE ENERO 

Ocho millas fuera del centro de Lima se ubi-
ca el distrito de Santiago de la Cruz, una zona 
que, hasta 1958, estaba casi totalmente desha-
bitada. Desde entonces, la mayor parte del suelo 
razonablemente plano y accesible ha sido inva-
dido por olas sucesivas de "tomas de terrenos". 
Hoy, la población del distrito se acerca a las 
250.000 personas. A cada lado de Santiago de  
la Cruz existen dos distritos similares: 28 de Ju-
lio y Manchaca. El asentamiento que aquí nos 
interesa —Primero de Enero— queda dentro de 
los límites físicos de Santiago de la Cruz; sin em-
bargo, la mayoría de los primeros habitantes de 
ese asentamiento vinieron de Manchaca. 

A mediados de 1967, alrededor de 300 fami-
lias que vivían en la Quinta Zona de Manchaca, 
obtuvieron el apoyo de Guillermo Pérez, Alcalde 
de Santiago de la Cruz, para emprender una in-
vasión y establecerse en una porción de tierra 
desocupada en su distrito. Pérez, miembro del 
partido de oposición al partido de Acción Popu-
lar del Presidente Fernando Belaúnde, prometió  
a estos 300 excedentes (familias en exceso que 
vivían en Manchaca., generalmente con amigos y 
parientes, sin tener un terreno propio), que les 
serían permitido trasladarse a un pedazo de tie-
rra algo más allá de la zona central de Santiago 
de la Cruz. El Alcalde sostenía que la tierra per-
tenecía al Distrito y que, como Alcalde, podía 
disponer de ella, según lo que estimara conve-
niente. 

Si las 300 familias le creyeron o no por com-
pleto a Pérez y sus derechos sobre la tierra pron-
to formularon planes para sacar partido de su 
ofrecimiento. Los organizadores de la invasión 
contrataron a media docena de forasteros —tra-
bajadores sociales, ingenieros, un planificador ur-
bano— con objeto de preparar un plan para la 
invasión y para deslindar el sitio de la invasión 
de tal manera que respondiera a todos los re-
quisitos legales y técnicos de la Junta Nacional 
de la Vivienda (J.N.V.) en lo concerniente a ta- 
maño del sitio, espacios abiertos, ancho de las 
calles y otros. Los invasores tenían la esperanza 
de que la J.N.V. aceptaría este plan oficialmente, 
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una vez que hubiera ocurrido la invasión, y que 
los invasores podrían así empezar la construc-
ción de sus viviendas, lo más rápido posible. La 
invasión tuvo lugar el 1o de enero de 1968 y el 
asentamiento resultante fue nombrado en con-
cordancia, Primero de Enero. 

Alrededor de 200 familias efectuaron el tras-
lado inicial, temprano en la mañana. La policía 
apareció poco después del amanecer y si bien 
hubo acaloradas discusiones, durante las cuales 
la policía ordenó a los invasores que abandona-
ran el lugar, los pobladores nunca se vieron en-
frentados con una tentativa realmente seria de 
ser desalojados por las autoridades. 

La pretensión del Alcalde Pérez de que la tie-
rra estaba bajo su control y jurisdicción probó 
ser falsa rápidamente. El terreno invadido era 
propiedad de una señora Valdivia Quintana, 
quien, de hecho, no sólo era dueña del terreno 
invadido, sino también del espacio adyacente, el 
cual se había vendido a un grupo de cooperati-
vas que planeaban construir en el lugar. En con-
secuencia, inmediatamente apareció una maraña 
de problemas. El grupo invasor al cual nos refe-
riremos de aquí en adelante, como la Asociación 
Primero de Enero o la Asociación) se unió a las 
Cooperativas y cada cual pagó a la señora Val-
divia S/ 150.000 (alrededor de $ 3.500 U.S.A.) 
por un terreno de cincuenta hectáreas ubicado 
cerca de la principal autopista que une esta área 
con Lima. La invasión tuvo lugar en tierras que 
no habían sido compradas y fue un caso claro 
de “toma de terrenos”. 

El problema fundamental de los invasores y 
sus dirigentes no se centró en la cuestión de si 
les sería permitido permanecer en el terreno; la 
sobrevivencia del asentamiento fue asegurada poco 
tiempo después de la invasión, con su re-
conocimiento formal por parte del gobierno, co-
mo un pueblo joven. Sus dificultades, giraban 
más bien alrededor de la asignación de sitios re-
conocidos oficialmente a pobladores individua-
les. En breve, los actores involucrados en dispu-
tas sobre esta cuestión eran la Asociación, las 
Cooperativas, la señora Valdivia y la Junta Na-
cional de la Vivienda (la cual, después del golpe 
militar de octubre de 1968 se transformó en la 
Oficina de Terrenos del Ministerio de la Vivien- 
da, a la cual nos referiremos más adelante, como la 
Oficina). Las relaciones entre estos actores se 
complicaron por una serie de factores, incluyen-
do: 1) La insistencia de la Asociación para que 
se les permitiera a sus miembros ocupar 300 si- 
 

tios en las tierras que habían sido adquiridas le-
galmente; 2) La insistencia de las cooperativas 
en cuanto a que los invasores estaban presentes 
ilegalmente y que por lo tanto no tenían ningún 
derecho a la tierra; 3) La falta de algún plan 
de desarrollo para el terreno invadido, ya que  
la J.N.V. se había negado a adoptar el plan de 
los invasores; 4) Incertidumbre respecto a la 
cantidad que se le debía a la señora Valdivia por 
el terreno invadido, cantidad a determinarse se-
gún el resultado de una disputa sobre si la tierra 
alguna vez había sido cultivada; 5) Resentimien- 
to entre la Asociación y las Cooperativas que lle- 
gó al punto en que ninguna aceptaba reunirse 
con la otra. 

La Asociación hizo varios intentos por rom-
per la "impasse". Antes de la toma militar del 
poder, en octubre de 1968, por lo menos una 
amenaza fue hecha públicamente, de marchar al 
Congreso y exigir una resolución de la disputa. 
La Asociación también hizo varios intentos de 
ganar el apoyo de líderes del partido de oposi-
ción, a fin de forzar al Congreso a promulgar 
una legislación especial para ocuparse de la si-
tuación. También se presentaron peticiones de 
asistencia a los funcionarios de la J.N.V. La J.N.V. 
y la señora Valdivia acudieron a los tribunales 
con el objeto de determinar el valor de las tie-
rras. Sin embargo, el golpe militar cambió casi 
completamente la dirección de las luchas de la 
Asociación. Por un lado, los intentos de desarro-
llar una solución política —por ejemplo a través 
de la intervención del Congreso— se hicieron 
irrelevantes, ya que el Congreso fue suspendido, 
igual que toda la actividad política partidista. Por  
lo tanto, la burocracia gubernamental, se con-
virtió en el punto central para los intentos de 
formulación de demandas por parte de la Aso-
ciación. 

La Oficina de Terrenos del Ministerio de la 
Vivienda hizo un esfuerzo durante 1969-1970 
para proporcionarle sitios definitivos al asenta-
miento. El terreno invadido fue subdividido en 
cuatro barrios; dos de estas zonas no fueron ob-
jetadas por las cooperativas y se envió a un in-
geniero a delimitar sitios dentro de ella. El in-
geniero trabajó durante ocho meses en los ba-
rrios, tiempo en el cual lotearon y distribuyeron 
alrededor de 800 (de un total de 2.000) sitios. 
La comunidad reclamó que ello era demasiado 
poco, alegando que un ingeniero contratado en 
forma particular había calculado que todo el te-
rreno podría ser loteado en diez semanas. Fi- 
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nalmente, el asunto llegó a su punto decisivo 
cuando el ingeniero de la Oficina, sencillamente 
no vino más, ya que la comunidad había dejado 
muy en claro que no sería bien recibido si lo 
hacía. 

Fue en este tiempo que la Asociación dio el 
paso más bien inusitado de salirse de las relacio-
nes prescritas entre la comunidad y la Oficina 
al recurrir directamente ante el Ministro de la 
Vivienda para la resolución del problema. Sin 
embargo, esta gestión no significaba que la Aso-
ciación había dejado de negociar con la Oficina 
por completo. Al contrario, la Asociación usó to-
da oportunidad para mencionarle su petición al 
Ministro, enfrentando de hecho al personal de la 
Oficina con la amenaza indirecta de sanciones si  
la apelación llegara alguna vez al Ministro de la 
Vivienda (una suposición algo problemática, en  
el mejor dé los casos). 

A principios de 1971, la Asociación adoptó 
la posición de que la comunidad no cooperaría 
con la Oficina hasta que se llegara a un acuerdo 
oficial sobre la disputa entre los invasores y las 
Cooperativas y se cedieran 300 sitios a la Aso-
ciación. En este momento, el gobierno nacional 
—a través de la Oficina Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Jóvenes (ONDEPJOV) y el 
Ministerio de la Vivienda—, anunció un progra-
ma masivo y rápido para la distribución en to-
do Lima de títulos de propiedad completos, le-
gales y definitivos. La implementación de este 
programa se convirtió en responsabilidad de la 
Oficina de Terrenos del Ministerio de la Vivien-
da. Así, la Oficina de Terrenos se encontró en-
carando no sólo las demandas de la Asociación 
—las cuales podría ignorar—, sino también pre-
siones desde los más altos niveles de gobierno. 
En consecuencia, la Oficina ya no podía seguir 
actuando como el recipiente pasivo de peticiones 
provenientes de Primero de Enero. Se vio obli-
gada a acercarse a la Asociación y desarrollar ac-
tivamente alguna solución a la situación creada,  
dado que las directivas de la ONDEPJOV y del Mi-
nistro de la Vivienda declararon que el Sector 
Norte de Lima (que incluye a Santiago de la 
Cruz) sería la primera zona a recibir títulos de 
propiedad. Más aún, la ONDEPJOV no tomó 
en cuenta las peculiaridades o idiosincrasias que un 
asentamiento determinado pudiera tener con la 
Oficina; simplemente elaboró un calendario de 
trabajo e incluyó a Primero de Enero dentro de 
sus cálculos, dándole al personal de la Oficina 
un plazo fijo para ejecutar su trabajo. 

Por consiguiente, se agregó un nuevo trabaja-
dor social a Primero de Enero. Se reabrió la ofi-
cina de loteamiento de la comunidad, la que 
había dejado de funcionar; y las discusiones con  
la Asociación adquirieron nueva vida y motiva-
ción. En una serie de reuniones con los dirigen-
tes de la Asociación, el nuevo ingeniero y tra-
bajador social a cargo de Primero de Enero ad-
mitió abiertamente que la Oficina había come-
tido varios errores en el pasado, que había sido 
desafortunado que se hubiera producido malen-
tendidos y resentimientos y que la Oficina esta-
ba dispuesta a dejar a un lado todos esos pro-
blemas y continuar remodelando la zona, lo-
teando y distribuyendo sitios y con el tiempo, 
títulos de dominio. El ingeniero hizo hincapié 
en que la Asociación debía tomar una decisión 
respecto a si cooperaría con la Oficina (siendo 
tal cooperación requisito para que el trabajo por 
parte de la Oficina continuara). El calendario 
de trabajo sólo dejaba tres semanas disponibles 
para Primero de Enero y si la Asociación no 
estuviera de acuerdo a cooperar en ese momen-
to, la Oficina no haría promesas respecto a cuán-
do podrían reiniciarse las negociaciones. En efec-
to, de esta manera la Oficina y la Asociación se 
encontraron ante una coyuntura crítica: la Ofi-
cina, presionada desde arriba y quizás preocu-
pada por una apelación pendiente al Ministro 
de la Vivienda; y la Asociación, enfrentada a 
la necesidad de decidir sí y cómo acomodarse  
a la combinación de oferta y amenaza por parte 
de la Oficina. 

Las asambleas de la comunidad en Primero 
de Enero, sesiones entre el personal de la Ofici-
na y tras largas reuniones entre la Oficina y la 
Asociación, finalmente culminaron en un acuer-
do de cinco puntos, en el cual la Oficina pro-
metía buscar una solución del conflicto entre la 
Asociación y las cooperativas y obtener "hasta 
donde fuera posible" los 300 sitios en la zona 
disputada. Además, la Oficina aceptó iniciar el 
loteo y la remodelación del terreno invadido, y 
devolver los S/150.000 pagados por la tierra en 
disputa, en el entendimiento que la Asociación,  
a su vez reembolsaría todos los gastos en que 
incurriera para la remodelación, así como el cos-
to de cualquier terreno en la zona disputada 
que pudieran ocupar en el futuro. Por su parte, 
la Asociación prometió cooperar totalmente con la 
Oficina y realizar los cambios en los sitios de las 
viviendas que pudieran hacerse necesarios, 
debido al loteo. Finalmente, la Asociación y la 
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Oficina acordaron una fecha fija para terminar  
el proyecto. Al final, los cuatro primeros de es-
tos acuerdos fueron acatados en el espíritu (si 
no en la letra) del convenio; el quinto nunca 
constituyó seriamente una fecha final, para nin-
guna de las dos partes. El terreno invadido fue 
loteado y los pobladores que se vieron obliga-
dos a trasladar sus viviendas y posesiones, en ge-
neral se conformaron de buen talante. 

A fines de 1971, Primero de Enero ya había 
sido remodelado, los sitios habían sido distri-
buidos y la emisión de títulos de propiedad era 
inminente. Además, la Asociación local de la co-
munidad había sido reestructurada con la ayuda 
del gobierno. De ahí en adelante, cada bloque 
elegiría un representante a un consejo comuni-
tario; aquellos individuos luego eligieron un di-
rectorio de seis para servir como dirigentes y re-
presentantes de la comunidad. Al término del 
trabajo en terreno de la Oficina, Primero de 
Enero todavía era un asentamiento formado casi 
por completo por viviendas construidas con es-
tera y otros materiales provisorios. La instalación 
de infraestructura de agua y alcantarillado aún 
estaba muy lejana, aunque la de electricidad 
constituía una posibilidad más probable. Pero la 
distribución de los sitios le dio a la comunidad 
finalmente un sentido de seguridad que había 
carecido desde sus comienzos y proporcionó in-
centivos adicionales para invertir en la construc-
ción de viviendas permanentes. 

* * * 

Las actividades y estrategias de formulación 
de demandas de los pobladores de Primero de 
Enero, merecen alguna elaboración. En primer 
lugar, su Asociación tenía escasa oportunidad de 
operar bajo un régimen electoral; ocho meses 
después de la invasión, el golpe de Estado mili-
tar negó cualquiera y toda actividad de esa na-
turaleza. Durante esos primeros meses, la Asociación 
había hecho súplicas urgentes a varias autoridades 
políticas —especialmente a los alcaldes locales, 
quienes eran miembros de un partido de oposición 
que gozaba de mayoría en el Congreso— para 
tramitar la legislación que resolvería los muchos 
aspectos complejos de la situación. Más aún, se hizo 
por lo menos una amenaza pública de marchar al 
Congreso (aunque ésta jamás se materializó). 
Después de la toma del poder por los militares, 
todas esas acciones se detuvieron y la 
Asociación centró sus energías casi enteramente 
sobre la Oficina de Terre- 

nos del Ministerio de la Vivienda. Y aparte de  
la petición al Ministro (que emanó de una si-
tuación más bien desesperada), la Asociación 
nunca se desvió de las reglas estrictas y a veces 
casi ritualistas de comportamiento entre la Ofi-
cina y la Asociación. La Asociación estableció y 
mantuvo una estrecha relación con la Oficina; sus 
peticiones invariablemente se expresaron en un 
lenguaje cortés y halagadoramente cooperador, 
por mucho que la situación real pudiera estar 
empantanada por resentimientos; y todos los in-
tentos de presionar a la Oficina —por ejemplo 
mediante la referencia a la petición Ministerial—  
se hicieron solamente si los diligentes de la Aso-
ciación se sentían seguros de que tales acciones 
no producirían sanciones negativas de alguna ma-
nera u otra. Quizás lo que los dirigentes más que-
rían evitar era una completa ruptura de los con-
tactos con la Oficina. 

Este deseo de mantener, por lo menos, contac-
tos formales, nació de dos supuestos de trabajo 
que vinculaban a la comunidad con el sistema 
político en general. Primero, la comunidad le 
concedió al gobierno nacional el poder exclusivo 
de adjudicar y asignar sitios y títulos de propie-
dad dentro de su asentamiento; los habitantes no 
invertirían ni tiempo, ni dinero, ni energía en la 
construcción de viviendas hasta que se hubieran 
realizado tales ajustes legales —es decir, for-
malizados con la aprobación y a través de las 
acciones del gobierno— a la situación de los te-
rrenos. Segundo, el hecho de investir al gobierno con 
el poder de controlar el ritmo del desarrollo 
comunitario también le entregaba a la Oficina  
la responsabilidad de cumplir con los requeri-
mientos de la Asociación o bien correr el riesgo 
de ser sancionada eventualmente desde niveles 
más altos del sistema si el trabajo no proseguía 
con un ritmo aceptable. Los militares, al tomar 
el mando, dejaron bastante en claro que la efi-
ciencia burocrática constituía una nieta impor-
tante para el nuevo régimen, y que la flojera o  
la incapacidad de satisfacer estándares de des- 
empeño resultaría en la pérdida del empleo. Por 
lo tanto, mientras el régimen militar negaba to-
das las oportunidades de formulación de deman-
das asociadas con la política electoral, la natu-
raleza autoritaria del régimen ofrecía a la Aso-
ciación la posibilidad de concentrar sus energías 
en un solo punto de acceso al sistema político 
—la Oficina de Terrenos— y de aprovechar algu- 
nas oportunidades crecientes para presionar a la 
Oficina. 
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